
“LAS COOPERATIVAS DE SERVICIOS PÚBLICOS 

Y SU RELACIÓN CON EL ESTADO”

Guillermo Oviedo y María Pía Villafañe
PRESENTACION AL PREMIO ANUAL FACE 2005.


Es para mi una responsabilidad y un privilegio, hacer, en nombre de la Federación Argentina de Cooperativas de Electricidad (FACE), la presentación de este trabajo. El mismo es producto de la conjunción de esfuerzos de varias personas e instituciones que es importante reconocer y valorar: En primer lugar a los autores que han aportado sus conocimientos y estudio para hacer posible el desarrollo del mismo. A los miembros del jurado, que han aceptado analizar desinteresadamente y con gran compromiso, todos los trabajos que se presentaron a la convocatoria que realizó la federación. Al personal de nuestra entidad, que administró eficazmente la estructura que se organizó para cumplir con este objetivo y, finalmente, a las cooperativas asociadas a FACE y especialmente a las que forman parte del Consejo de Administración, al tomar la decisión de proceder a la convocatoria de un premio anual al mejor trabajo escrito. Esta decisión actuó como disparadora de los numerosos trabajos que se presentaron, con la alegría que todos fueron aceptados para que formen parte del grupo a seleccionar. Y, sobre ese grupo de trabajos, fue elegido y premiado éste que ahora se publica.


Estamos convencidos que una forma de estimular la producción de materiales teóricos, tan importantes para tener verdaderas guías de consulta que nos iluminen frente a los problemas que se les presentan a las cooperativas, es a partir de esta convocatoria anual que, más allá del premio en sí, es una forma de poder abrir una puerta para que las numerosas personas, con ideas e inquietudes, encuentren un lugar para hacer llegar sus trabajos. Escribir sobre diferentes temas requiere no sólo tener conocimiento de ellos, sino ordenar los mismos, pensar y dar coherencia a las ideas de manera de exponerlas con convicción y lógica de forma de poder extraer conclusiones válidas que, en este caso, sirven a las cooperativas y al cooperativismo en general. Poder publicar esos trabajos significa que los mismos estén al alcance de todos los interesados. En esta tarea la Federación es consciente del compromiso que tiene que asumir para favorecer la educación cooperativa, no sólo por la mera obligación legal sino, especialmente, por la necesidad y convencimiento que es la forma de progresar y crecer no de cualquier manera sino respetando los valores y principios cooperativos. Porque crecer, olvidándose de los mismos, significa que el cooperativismo podrá ganar una “batalla” coyuntural de tipo económico, pero perderá la “guerra” que significa la modificación de las estructuras sociales para llevarlas hasta alcanzar la vigencia de la equidad, la solidaridad, la responsabilidad, la democracia, etc. El objetivo del cooperativismo es que esos valores sean la base del funcionamiento del sistema económico-social vigente.


Por ello es muy importante hacer posible que afloren trabajos de esta naturaleza, que los mismos se publiquen, que se difundan a través de la gran Red que son el conjunto de las Cooperativas de electricidad adheridas a FACE, y del conjunto del cooperativismo organizado en sus estructuras de integración; pero especialmente que los mismos se lean y discutan y que se genere un circulo virtuoso que permita, a su vez, elaborar otros textos, a partir de estos conocimientos, con nuevos contenidos superadores que resuelvan otros temas diferentes que se vayan presentando. Para que esta cadena interminable sea posible construirla es fundamental generar el ambiente adecuado. Nuestra Federación lo está haciendo posible; así como las cooperativas siguen haciendo posible, como siempre y desde hace más de 70 años, la existencia de nuestra Federación.

Cr. Marcelo Gallo, Presidente de FACE.

Buenos Aires, mayo de 2006.

Prólogo

Es para nosotros un gran honor y un orgullo escribir el prologo de esta publicación LA misma representa el compromiso de la Federación Argentina de Cooperativas de Electricidad y otros Servicios Públicos con el movimiento cooperativo en general y con la educación cooperativa en particular. Esta circunstancia, demuestra de forma clara la intención cabal de la Federación de llevar adelante, a través de este premio, políticas que privilegien el desarrollo de productos de carácter teórico que significan valiosos aportes para el desarrollo del cooperativismo. Antes de comentar la obra en sí, nos resulta fundamental destacar también la labor de los autores quienes han llevado adelante un trabajo que denota, más allá de sus palabras preliminares, un compromiso con la investigación y un análisis a conciencia de la situación de las cooperativas de servicios públicos en su relación con el Estado en todas sus instancias.

Ante la propuesta inicial del trabajo “Cooperativas de Servicios Públicos y su relación con el Estado”, los autores desarrollan una variada gama de análisis, no de forma aislada sino otorgándoles a las mismas un carácter sistémico, planteando desde: la participación del Estado en la financiación de emprendimientos cooperativos de servicios públicos hasta su rol en la regulación de la prestación de servicios y su actuación en materia tributaria. Pero la presentación no solo aborda la temática de la vinculación Estado – Cooperativa, ni la contraposición de las actuaciones de cada uno de estos componentes en la relación, sino que también plantea una serie de reflexiones que va directamente al seno del cooperativismo destacando la importancia de la tarea de sus Consejos de Administración y analizando el rol que deben cumplir. Resaltan, también, lo fundamental que resulta el desarrollo de tareas de investigación y las necesidades en materia de educación y elaboran un resumen de la multiplicidad de servicios y tareas que desarrollan hoy las entidades cooperativas, como así también su destacada actuación en materia de crecimiento a través de inversiones genuinas y surgidas del esfuerzo cotidiano en la generación de capitales de origen social orientados a la prestación de servicios de manera autogestionaria.

Del estudio de este material puede concluirse que mucho es lo que se ha hecho pero mucho más es lo que queda por hacer. Es notoria la necesidad de una vinculación estrecha entre Estado y Cooperativas para lo cual se necesitan el desarrollo de acciones políticas que contemplen la naturaleza jurídica de estas últimas y den valor a la postulación de poner a los ciudadanos de nuestro país, organizados, para mejorar sus condiciones de vida y supliendo las carencias del sistema, por encima de quienes ponen, por delante de los intereses de la Nación, sus intereses particulares. 

El Estado y el movimiento cooperativo, si bien se menciona en este escrito que se encuentran en situaciones de competencia en algunos sectores, buscan a través del cumplimiento de sus contratos sociales la organización de sociedades que contemplen en igualdad a sus participantes sin dejar de lado la equidad como lineamiento básico para el tratamiento de cada uno de sus actores. Esencialmente la actuación de ambos debe tender a mejorar el contexto en que se desarrolla la vida de sus participantes, generando condiciones de sustentabilidad y crecimiento para toda la comunidad, buscando  en su accionar ser competentes de cara a sus representados e interactuar en forma conjunta para el cumplimiento de sus fines. El Estado debe asegurar que las relaciones desiguales de poder que existen desde tiempos inmemoriales en todas las sociedades no desvirtúen su propósito por intermedio del accionar de quienes se encuentran en condiciones ventajosas, sino que, por el contrario, su rol activo es decisorio en la construcción de un país con inclusión y justicia social. Las cooperativas han acompañado y acompañan al Estado en esta tarea, supliendo las carencias que éste tiene y que otros por no verse interesados simplemente las ignoran.

Las cooperativas han sido no solo motor del crecimiento de muchas poblaciones en el interior de nuestro país sino que también han garantizado la participación democrática de los habitantes en los períodos más oscuros de nuestra historia reciente, llegando a ser en muchos casos, además, las empresas más importantes en sus respectivas localidades. Es vital que el Estado en todas sus instancias valore la tarea realizada y la que se realiza en el día a día, reconociendo en las cooperativas actores diferentes que los de la lógica del mercado, orientados a satisfacer necesidades emergentes que requieren acciones concretas y que no pueden esperar. 

Mediante una vinculación adulta, seria y responsable Estado y Cooperativas deben estrechar lazos que redunden en beneficios para los ciudadanos y para ello es fundamental que el primero se detenga a escuchar cual es la naturaleza de los planteos del movimiento cooperativo, que es, en resumidas cuentas, un movimiento formado por entidades caracterizadas por su finalidad solidaria, su compromiso social y que se encuentran netamente definidas por su pertenencia a una innumerable cantidad de argentinos que son nada más y nada menos que un enorme grupo de personas orgullosas de ser parte de esta Patria y que logran día a día con su esfuerzo mejorar la calidad de vida de muchos de sus compatriotas y también la propia.

En este sentido el trabajo que elaboraron los autores responde a la justificación del rol de las Cooperativas, especialmente las de Servicios Públicos, en la mejora de la vida de los ciudadanos y en la necesidad de profundizar la complementariedad entre el Estado y las Cooperativas. 

Jorge Bragulat.

César Gaetani.

Comentarios preliminares

Este trabajo, especialmente preparado para participar de la convocatoria de FACE está realizado en conjunto por dos personas vinculadas en su trabajo cotidiano con el quehacer de las cooperativas de servicios públicos.

Lo quisimos hacer para rescatar de nuestra experiencia diaria, elementos que pueden servir al análisis de la problemática planteada.

Sin contar con el tiempo ni los recursos que nos permitieran, mediante una profunda investigación, darle mayor sustento técnico a nuestras consideraciones, hemos tomado algunas muestras de la realidad, en el caso de las cooperativas y su relación con el Estado Nacional. El Servicio Eléctrico, en la Provincia de Córdoba, para analizar la relación, Cooperativa de Servicios Públicos, Estado Provincial, así como su relación con el Estado Municipal.

También intentamos hacer algunas propuestas desde el terreno de las ideas hasta lo operativo, que esperamos sean aportes para ser discutidos.

Creemos que es un trabajo perfectible, preparado especialmente para esta convocatoria, a la que adherimos y consideramos altamente positiva, aspirando a su continuidad a lo largo del tiempo, como instrumento que permita un ámbito de discusión y estudio de la problemática de nuestro sector, que por su complejidad, merece una constante profundización.

Consideramos sería positivo, que este tipo de iniciativas se hagan extensivos a otros sectores de la economía solidaria de modo tal de valorizar en los ámbitos de estudios y científicos las soluciones que fueron surgiendo desde lo cotidiano para la satisfacción de necesidades básicas de sus protagonistas. 

En el marco de este espacio, propicio para expresar nuestros puntos de vista, agradecemos y celebramos la iniciativa, invitando a todos, a fin de enriquecerla y fomentar de esta manera su permanencia.- 

Cordialmente.
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1.- INTRODUCCION

La vida moderna y la satisfacción de necesidades colectivas, a través de la generalización de prestaciones, que en su momento fueron adelantos vanguardistas, fue configurando con el crecimiento urbano lo que conocemos como servicios públicos.

Muchos echados a andar por empresas privadas sin planificación inicial, su utilidad demostrada en la vida cotidiana de la comunidad dejó al estado - garante del bienestar general- a cargo de las decisiones sobre estas prestaciones que comprometían la calidad de vida de los ciudadanos.

El transporte, el correo, el telégrafo, el agua corriente, la electricidad, la telefonía, etc. 

Entre sus características encontramos que por su importancia, el Estado debe velar porque un servicio público sea: “continuo, regular, general, obligatorio y sujeto a control”. Según la doctrina  y el Decreto 8946/62, se los clasifica en “a) esenciales y b) no esenciales, encontrando dentro de los primeros el transporte, la producción y distribución de energía eléctrica, las comunicaciones, el suministro de combustibles, el suministro de aguas corrientes y los servicios de sanidad y de obras sanitarias”
 

Naturalmente al Estado le competen las funciones inherentes al control de las instituciones de gobierno, la administración , la justicia, etc.  pero la prestación de los servicio públicos  dada su importancia pública son de interés irrenunciable por parte del Estado, que se hizo cargo de algunos a través de la prestación directa; pero a medida que fue pasando el tiempo, reconociendo su imposibilidad en la prestación de otros, fue entregando aquellos de los que no se podía hacer cargo a través del sistema de concesión. 

Hay algunos servicios que virtualmente nacieron concesionados. El servicio de electricidad – un ejemplo de ello es el gran Buenos Aires, con ensayos de alumbrado público en 1877- fue iniciativa de empresarios locales. Sin embargo, al descubrirse y cuantificarse la rentabilidad y futura escala del negocio se interesaron los capitales extranjeros, una empresa alemana y otra anglosajona que funcionaron como permisionarios del Municipio, con una concesión inicial de 50 años. El sistema de concesión surge producto de esta relación con empresas extranjeras, que pronto mostraron que ponían delante su interés particular al interés general. 

La primera cooperativa de servicios públicos fue la Cooperativa Eléctrica de Punta Alta, surgida inmediatamente luego de la sanción de la Ley 11.388, en 1926  en la Provincia de Buenos Aires y en todo el país fueron emergiendo las “sociedades cooperativas” de servicios públicos.

El monopolio del sector eléctrico en manos extranjeras fue tan gravitante que tuvo una influencia desmedida en las decisiones de los poderes del Estado. 

Las escandalosas prórrogas a las concesiones, de empresas que violaban abiertamente los contratos de concesión, dieron sustento a una corriente estatista que reclamaba el control de los servicios públicos a manos del Estado, en aquellos lugares en donde no prosperaron iniciativas populares. 

Esta corriente estatista tiene su punto culmine en la Constitución de 1949, que en su artículo 40, 3er párrafo rezaba “Los servicios públicos pertenecen originariamente al Estado y bajo ningún concepto podrán ser enajenados o concedidos para su explotación. Los que se hallaran en poder de particulares serán transferidos al Estado, mediante compra o expropiación con indemnización previa, cuando una ley nacional lo determine”.

Este pensamiento planteaba un extremo que limitaba la iniciativa y prestación privada inclusive para las cooperativas.

Si bien el gobierno instalado en el país a partir de 1955, derogó esta constitución, la corriente estatista se impuso en hechos con la formación de empresas con capital estatal y compra de los activos de las transnacionales por parte del Estado.

La política de estatización de los servicios públicos por parte del Estado fue la respuesta frente a los abusos de los prestadores privados, llevando a las más diversas ramas: electricidad, gas, teléfonos, ferrocarriles, etc. Un estado totalmente sobredimensionado tomaba a su cargo el servicio eléctrico, en aquellos lugares donde no prosperaron las cooperativas.

No fue fácil el camino emprendido por las cooperativas de servicios públicos en este marco, ya que encontró en los funcionarios dignos defensores del modelo imperante.

La vigencia y diversificación de las cooperativas de servicios públicos, son acabadas muestras de que los usuarios organizados lograron abrir un camino intermedio que combinaba la gestión transparente, democrática, sin perseguir lucro, eficiente y que canalizaba excedentes en la reinversión hacia nuevos servicios para su comunidad, trabajando en muchos casos armónicamente con el Estado.

Constituyendo en muchos casos las empresas –de propiedad social-  las de mayor magnitud en los pueblos, tanto en la creación de puestos de trabajo como generador del ritmo de crecimiento del interior “del interior” del país.

Quizás el hecho que no se hayan generalizado en las grandes capitales en las que tuvieron mucho que aportar, las dejó un escalón más abajo, relegadas a ser consideradas emprendimientos que prosperaron en localidades medianas o pequeñas.

En este marco se desenvuelve la relación de las cooperativas de servicios públicos con el Estado, que las promueve y autoriza a funcionar en aquellos lugares en donde no les es posible prestar el servicio o sencillamente no es de su interés, frente a la creciente necesidad de los usuarios de tomar esos servicios públicos que les acercarían una mejor calidad de vida y el progreso para su localidad.

La relación de las cooperativas de servicios públicos con el Estado, se comparte con el resto de las cooperativas, desde su constitución, autorización para funcionar,  pero la relación del estado como ente concedente y la cooperativa como concesionario habla de una relación mucho más estrecha y dependiente con el estado.

Si nos ponemos a pensar una relación inversa, ¿qué sería de una cooperativa de servicios públicos sin la concesión de un servicio público por parte del Estado?,  sencillamente una organización comunitaria, que habiendo cumplimentado los presupuestos de la autoorganización que prevé la legislación, aguardan la concesión de un servicio público que le permita cumplir acabadamente  su objetivo social.

La relación de las cooperativas con el estado debemos dimensionarla y compararla en sus distintos niveles nacional, provincial y municipal, a partir de las vinculaciones con  distintas reparticiones públicas, entes de control y en relación a la educación cooperativa, ya que de su resultado depende la formación de una conciencia colectiva al respecto, considerando que los funcionarios, empleados y políticos que integran el Estado, en sus distintos niveles son ciudadanos a los cuales la educación cooperativa no llegó y muchas veces, encuentra sentido al tratamiento que brindan al cooperativismo justificándose en la lógica que si el sistema persiguiera los fines nobles que pregona, debería estar mucho más difundido.

2.- EL ESTADO NACIONAL Y SU RELACION CON LAS COOPERATIVAS DE SERVICIOS PUBLICOS

Las cooperativas definidas en el artículo 2º de la Ley 20.337 como “entidades fundadas en el esfuerzo propio y la ayuda mutua para organizar y prestar servicios” destaca como su carácter fundamental el no perseguir fin de lucro alguno, sino de ser una asociación de sujetos tendientes a satisfacerse sus necesidades, sin importar fin especulativo alguno.

En tanto el estado como persona jurídica de caracter público, representa los intereses generales de nuestro país.

2.1.- LEGISLACION

El Estado nacional representado por sus tres poderes, ha mantenido la vigencia de la Ley 20.337 que regula en el país la constitución y funcionamiento de las cooperativas. Sancionado durante un gobierno de facto, su origen y elaboración respondieron a un proceso iniciado en el seno del movimiento Cooperativo y cuyo resultado dejó atrás la vieja ley de Sociedades Cooperativas 11.388.

“Desde el punto de vista jurídico la primera característica que surge es que se trata de sujetos de Derecho Privado regidos por una ley especial (20.337), con aplicación supletoria de las normas sobre sociedades anónimas (Ley 19.550 y modificatorias)  pero cuyo objetivo social consiste en la prestación de un servicio que, por su naturaleza, constituye materia reglada por el Derecho Público”
. 

De lo anteriormente expresado surge una compleja confluencia entre derecho societario (privado) y derecho administrativo (público) no exenta de conflictos.

“Los actos que las cooperativas de servicios públicos realicen son actos cooperativos, como los de cualquier otra entidad de esta clase, excepto, por ejemplo, el contrato de concesión suscripto con la autoridad concedente, pues éste revestirá carácter público”

El Estado nacional tuvo oportunidad de dar reconocimiento constitucional a las cooperativas, pero la última reforma de corte neoliberal de 1994, nada expresa respecto a las cooperativas y  el derecho de los usuarios de organizarse para autoprestarse servicios públicos. Así es como en su artículo 42º menciona el fomento por parte del estado de asociaciones de consumidores y usuarios previendo su participación en los organismos de control. 

Luego de treinta años de vigencia, de la Ley 20.337, fue un marco propicio para el desarrollo del cooperativismo, en especial el de servicios públicos. 

La delimitación de la actuación de los poderes públicos, como es el caso de la autoridad de aplicación y de la intervención de la justicia, fueron mecanismos que cumplieron su cometido, preservándola de los abusos administrativistas. Hoy son otros los problemas y desafíos a solucionar, por ejemplo la capitalización, la participación de los asociados usuarios, etc.

Respetando su espíritu, desde el movimiento cooperativo, se promueve la necesidad de su adecuación a los nuevos problemas, que muchas veces fueron resueltos vía reglamentaciones, pero que merecen una ley superadora. 

2.2.- LAS CONCESIONES

El Estado, en su carácter de prestador de servicios públicos, puede prestarlos de las siguientes formas a) Directa, el propio estado prestador o a través de sociedades del Estado, b) empresas mixtas, (estado y particulares y sociedades anónimas con participación estatal mayoritaria y c) empresas privadas, entre las que se encuentran las cooperativas.

La concesión radica en el otorgamiento temporal, de parte de los derechos propios del estado, a otros entes, en su mayoría de carácter privado,  para que estos presten el servicio público, cuyo control sigue detentando el estado.

La concesión se materializa a través de un contrato de concesión, en el que se establecen las condiciones, obligaciones y derechos del estado concedente – tanto nacional, provincial como municipal – como del concesionario en este caso las cooperativas de servicios públicos.

Para poder analizar los servicios públicos prestados por las cooperativas los hemos clasificado en:

a) Servicios públicos concesionados en exclusividad, dentro de los cuales encontramos a la distribución de electricidad, agua corriente y gas natural.

b) Servicios públicos concesionados con licencia: dentro de los cuales estarían la telefonía, la televisión por cable, la internet.

c) Servicios públicos autorizados, en este espectro encontramos la distribución de gas envasado, los servicios sociales, de recreación, etc.

El Contrato de Concesión, es acompañado por Resoluciones de los entes respectivos u ordenanzas, instrumentos de orden público emanados por el propio estado, tendientes a regular la concesión otorgada.

2.3.- MULTIPLICIDAD DE SERVICIOS

Si bien el servicio originario de muchas cooperativas fue el eléctrico, luego fueron muchos los servicios que se fueron anexando.

Los excedentes, la utilización de sus reservas, la buena gestión empresarial cooperativa, los precios excesivos, que se pretendían cobrar en cada uno de los pueblos del interior, la precariedad de servicios que se prestaban, el pedido de los asociados, son algunas de las razones que fueron motivando la incursión en nuevos servicios. Pero siempre fue la asamblea de asociados la que aprobó o no la prestación de nuevos servicios.

El máximo aprovechamiento de la estructura instalada permitió iniciar la prestación de nuevos servicios en base a la experiencia en otros.

Como todo desarrollo, trajo aparejado nuevos problemas, tal el caso de la facturación de los nuevos servicios, dando lugar al nacimiento de la facturación única, muchas veces criticada  y combatida  por el Estado, por atar el pago de otros servicios al de la energía eléctrica. Si bien es discutible, permitió asegurar el pago de servicios que presentaban una mora mucho mayor, tal es el caso, por ejemplo, del servicio de agua potable.

También la prestación de nuevos servicios, implicó la necesidad de la modificación del objeto social en vistas a una buena administración y servicio, modificación ligada a la aprobación del reglamento del servicio respectivo, por parte de la Asamblea de asociados y de la Autoridad de Aplicación (Art. 13 de la Ley 20.337).


Según nuestras observaciones, los estatutos sociales en su objeto Art. 5) dedicaban en general un inciso aparte para la prestación del servicio eléctrico y otro para los posibles servicios futuros tales como agua potable, telefonía, gas natural, a comienzos de la década del 90.

En general, el aprovechamiento de toda la estructura administrativa, el personal, la infraestructura instalada, la postación, etc. hicieron más sencillo el camino para la prestación de nuevos servicios.

Esta multiplicidad se fue reflejando en las estructuras y en la exposición de la documentación en las distintas secciones.  

Con la aparición de los marcos regulatorios, y la multiplicidad de servicios, muchas cooperativas tuvieron que modificar sus objetos sociales, dedicando especialmente un inciso para cada servicio como por ejemplo, telefonía, sub distribución de gas, crédito, surgiendo nuevos incisos, con cada una de las nuevas prestaciones asumidas. 

También servicios como la telefonía, con una evolución tecnológica impensada hace dos décadas, pasó de ser un servicio público exclusivo, a un servicio licenciado en competencia, de acuerdo a la desregulación que impulsó el Estado nacional, camino que aunque resulta difícil imaginar puede llegar a ser extensivo a los otros servicios públicos concesionados en exclusividad como la distribución de electricidad.

La multiplicidad de servicios no se encuentra vedada, es decir que las cooperativas de servicios públicos no deben tener objeto único, pero esta situación no es seguro que se mantenga en el tiempo invariable, así lo demuestran algunos proyectos de ley, presentados en el Congreso tendientes a restringir los objetos sociales de las cooperativas de servicios públicos.

De hecho, las prohibiciones surgen de las leyes y normativa específica que autoriza la prestación de cada servicio. Tal es el caso de la omisión del  art. 45 de la Ley 22.285, en otros casos fue la prohibición expresa  para que las cooperativas de servicios públicos quedaran al margen de la prestación del servicio funerario que fue levantada por la Ley 24.574.

Si bien, las prohibiciones no fueron obstáculo para que las cooperativas de servicios públicos asumieran el compromiso de prestar nuevos servicios, a través de la creación de sociedades vinculadas ya sea Sociedades Anónimas, Sociedades de Responsabilidad Limitada, etc. Cabe señalar, a manera de ejemplos, el caso de la prestación del servicio de T.V. por cable, o la constitución de una fábrica de postes, servicios médicos a través de la formación de mutuales, la constitución de Fundaciones para la prestación de servicios a la ancianidad, de Asociaciones Civiles para la constitución de una biblioteca Popular, sencillamente para mencionar algunos ejemplos. 

Atento a esta situación los proyectos de reforma de la Ley de Cooperativas que  impulsa, desde hace tiempo ya, el movimiento cooperativo, prevén dejar expresamente establecida la posibilidad de las cooperativas de prestar servicios en igualdad de condiciones, y en un marco de absoluta competencia con otras formas jurídicas.

Quizás a lo largo del tiempo, la omisión de la existencia o el no reconocimiento de las cooperativas, sea la forma más perniciosa de prohibir. Así lo demuestran más de 25 años de vigencia de la ley 22.285, numerosos fallos de la Corte Suprema de Justicia y  el silencio del Estado nacional al respecto, siendo que el reclamo del sector cooperativo es público e internacionalmente reconocido.

Para dar esta pelea, las cooperativas llevaron adelante todo tipo de acciones, inclusive la formación de entidades cuyo objetivo exclusivamente era conseguir el reconocimiento y la igualdad ante la ley.

Días pasados, fue sancionada por el Senado de la Nación, una modificación al artículo 45 de la Ley, permitiendo a entidades sin fines de lucro acceder a licencias de radiodifusión, pero deja expresada la voluntad del legislador de no permitirle a las cooperativas de servicios públicos prestar el servicio, usar la estructura instalada como lo hace con otros servicios, cuando haya un competidor privado instalado. 

La desazón que produce semejante manifestación por parte del poder político, desconociendo fallos de la corte suprema de Justicia de la Nación, echa por tierra cualquier tipo de expectativa de apoyo y reconocimiento o compromiso con el sector,  a pesar de los encendidos discursos, a la luz de la actuación frente a reclamos históricos y una manifiesta animosidad de favorecer a los monopolios privados.

Las cooperativas de servicios públicos han logrado formar mercados locales, por ello son hoy obligada referencia de los inversores que quieren introducirse en dichos mercados. Si bien los servicios públicos, conforman mercados cautivos naturales, la globalización que atrae inversores universales, hace de estos, uno de los más preciados, son conocidos los casos de multinacionales que transforman la prestación de servicios públicos esenciales en rentables negocios.

El precio de los servicios que presta la cooperativa, puede ser fijado según se establece en modelo de Acta constitutiva de cooperativa de servicios públicos, por el Consejo de Administración (Res. INAC 254/77 Art. 55 inc. o)) y en el caso de servicios públicos concesionados la tarifa, de acuerdo a lo que establezcan los contratos  de concesión, debe ser homologada por los entes reguladores respectivos.

Pero en el caso de los servicios que no necesitan homologación, el precio de los servicios prestados generalmente es inferior al de mercado, haciendo las veces de regulador de los precios de mercado en la competencia.  

Ver Cuadro adjunto que se incorpora  como Anexo al presente trabajo.

2.4.- LOS ENTES REGULADORES

El ya comentado sobredimensionamiento del Estado transformó la prestación de servicios públicos en una pesada carga deficitaria y muy cuestionada por los usuarios. 

Impulsado por las presiones de organismos internacionales de crédito, frente a la abultada deuda externa, fueron impuestas condiciones de continuidad para la provisión de financiamiento, que tenían como base la privatización de los servicios públicos y el achicamiento del Estado, en todos sus niveles. 

Esto también acompañado por la expectativa que tenían los usuarios en que la privatización traería servicios por lo menos más eficientes permitió que se impusiera casi sin resistencia la corriente privatizadora.

El dictado de la Ley Nº 23.969 de Emergencia Administrativa que oficiaba de marco para que el estado Nacional se reorganizara sobre todo en la descentralización y transferencia a sectores privados de los servicios públicos fue bienvenida. Dictada en los últimos tiempos del gobierno radical en el marco de una creciente hiperinflación.

De su lectura, se desprende la situación privilegiada que se esperaba para el sector cooperativo. El Art. 16.- PREFERENCIAS, meritúa en  segundo lugar la preferencia hacia  empleados organizados en cooperativas  de entes a privatizar y en tercer y cuarto puesto respectivamente a los usuarios organizados en cooperativas  y productores  también miembros de  cooperativas.

Pero la realidad fue bastante diferente. La apertura hacia el neoliberalismo se hizo como una invitación hacia los capitales extranjeros ávidos de ganancias contrastando con un estado ávido de divisas para afrontar sus compromisos externos. El Estado preparó privatizaciones a la medida de grandes corporaciones que querían hacerse cargo, inclusive premiándolas, con exenciones impositivas, diferimiento de canon, subsidios, ventajas éstas que no corren en igual medida para las cooperativas de servicios públicos. 

Las empresas transnacionales y grandes monopolios locales fueron la preferencia del estado privatizador (por la mayor oferta económica) así lo prescribían los pliegos licitatorios tratando de captar grandes operadores económicos. De los usuarios y de los trabajadores organizados, ya nadie hablaba.

Las cooperativas casi no tuvieron chance de participar en estos procesos por su pequeña dimensión, falta de preparación para esta instancia tanto a nivel gerencial como  por su capacidad financiera.

De todos modos, los resultados están a la vista, servicios deficientes, demandantes de mayores tarifas, sin visualizarse la esperada reinversión que nos debería haber situado lejos de situaciones de colapsos, cortes programados, ahorros forzosos en un país con vastos recursos naturales, obviamente mal administrados.

Y los usuarios a quienes se quería proteger y ofrecer mejores servicios pronto vieron que nuevamente el interés particular de las empresas estaba por sobre el interés general.

La reforma del Estado dio lugar simultáneamente a la privatización, a la formación de los entes reguladores de los distintos servicios  en cumplimiento de lo establecido por los distintos marcos regulatorios. El Estado a la hora de privatizar, debía ejercer separadamente el control a través de estos entes reguladores, que respondieran a la naturaleza propia de cada servicio, por consiguiente estamos en presencia de diversidades de criterios, disposiciones, procedimientos generales, encontrando  marcos regulatorios en todos los niveles del estado nacional, provincial y municipal. 

En el orden nacional destacamos:

1. Creados por ley:
a) Régimen General de la Energía Eléctrica (Ley 24.065)

                                
Ente Nacional Regulador de la Energía  - ENRE

                                 
b) Marco Regulatorio del Gas (Ley 24.076)  

                                     
Ente Nacional Regulador del Gas – ENARGAS.

2. Creados por decreto: a) Comunicaciones (CNC – Comisión Nacional de

                                            Comunicaciones)  Decreto 1185/90.

                                              
b) Aeropuertos (ORSNA) (Decreto 375/97).

                                              
c) Transporte (C.N.R.T.) (Decreto 1388/96)




          
d) Agua (ETOSS) (Decreto 999/92.

                                              
e) Transporte Fluvial (Decreto 1772/91).

              


f) El COMFER Comité Federal de Radiodifusión

Cada uno de los citados organismos de control sectoriza su tratamiento a la actividad objeto de su materia. Sin embargo, cabe señalar que ninguno de los marcos reguladores vigentes contempla la particularidad jurídica, social y económica de las cooperativas, donde sistemáticamente se las coloca en un plano de igualdad con empresas prestatarias que persiguen fines de lucro con la explotación de los servicios, olvidando que son los propios usuarios organizados en cooperativas de servicios públicos los propietarios y quienes se autoprestan, diferencia sustancial con las demás prestatarias en las cuales los usuarios son meros clientes.

Es nuestro pensamiento, que tal situación no va a cambiar al menos en el corto plazo, donde si bien los discursos oficiales aparentan reconocer la importancia y diferencia entre ambas formas societarias, al momento del dictado de las normas regulatorias nada expresan, ni contemplan respecto de la prestación de los servicios por las cooperativas.

Tenemos conocimiento de un proyecto de Marco Regulador para los Servicios Públicos de la nación que ha llegado a un punto de parálisis, donde luego de haber transitado por diferentes comisiones de diputados, ministros, funcionarios, talleres, cámaras empresarias, federaciones, ámbitos universitarios, etc, es el poder ejecutivo quien tiene la decisión e impulso final para dar forma a un marco regulador de carácter único y nacional.

El Art. 104 de la  Ley de Cooperativas prevé los límites de la autoridad concedente para la fiscalización de aquellas entidades que tienen a su cargo concesiones de servicios públicos, limitada a la vigencia de las condiciones de la concesión, la participación de fiscalizadores en asambleas y reuniones de consejo con la posibilidad de dejar sentado en acta sus observaciones. Esta delimitación se efectuó a fines de no entorpecer la regular administración de los servicios sociales.

En esta nueva etapa, como controlador de las concesiones también muestra el Estado grandes deficiencias y el sometimiento al poder de las grandes corporaciones prestadoras interviniendo cuando los abusos se tornan de una intolerancia tal que, mueven a la opinión pública y recién allí se generan reacciones sancionatorias muy publicitadas con grandes multas que por lo menos el común de la gente no sabemos si se efectivizan. 

2.5.-  LA AUTORIDAD DE APLICACIÓN DE LAS COOPERATIVAS

Es el organismo por excelencia a través del cual, el Estado pone de manifiesto su política para con el movimiento cooperativo y también hace las veces de regulador de las relaciones entre las Cooperativas y el Estado.

El Instituto Nacional de Acción Cooperativa fue creado por Ley 19219 y luego incorporado como autoridad de aplicación nacional de la Ley 20.337. 

Las funciones de la Autoridad de Aplicación que se encuentran especificadas en el Art. 106  de la Ley 20.337, si bien fueron dejadas sin efecto cuando se creó el INACYM eran las siguientes:

1º. Autorizar a funcionar a las cooperativas en todo el territorio de la Nación, llevando el registro correspondiente. 

2º. Ejercer con el mismo alcance la fiscalización pública, por sí o a través de convenio con el órgano local competente conforme con el artículo 99; 

3º. Asistir y asesorar técnicamente a las cooperativas y a las instituciones públicas y privadas en general, en los aspectos económico, social, jurídico, educativo, organizativo, financiero y contable, vinculados con la materia de su competencia; 

4º. Apoyar económica y financieramente a las cooperativas y a las instituciones culturales que realicen actividades afines, por vía de préstamos de fomento o subsidios, y ejercer el control pertinente en relación con los apoyos acordados; 

5º. Gestionar ante los organismos públicos de cualquier jurisdicción y ante las organizaciones representativas del movimiento cooperativo y centros de estudio, investigación y difusión, la adopción de medidas y la formulación de planes y programas que sirvan a los fines de esta ley, a cuyo efecto podrá celebrar acuerdos; 

6º.Promover el perfeccionamiento de la legislación sobre cooperativas. 

7º. Realizar estudios e investigaciones de carácter jurídico, económico, social, organizativo y contable sobre la materia de su competencia, organizando cursos, conferencias y publicaciones y colaborando con otros organismos públicos y privados; 

8º. Dictar reglamentos sobre la materia de su competencia y proponer al Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Bienestar Social, la sanción de las normas que por su naturaleza excedan sus facultades; 

9º. Establecer un servicio estadístico y de información para y sobre el movimiento cooperativo. 

10°. Apoyo a los sectores menos desarrollados”. 

Cuando se acompañó el proyecto de ley, uno de sus párrafo marcaba lo siguiente, “Las notas reseñadas marcan claramente la función que cabe al Estado en el futuro del desarrollo del cooperativismo nacional. En síntesis: concurrir oportunamente y con los medios técnicos y financieros adecuados a promover la acción cooperativa en los sectores y regiones más rezagados y a perfeccionar los dispositivos de control y de capacitación del movimiento, reconociendo a las organizaciones más representativas de éste la participación que les corresponde junto a la acción del Estado”.

El inicio de cada gestión nueva (entiéndase cambio de signo político) generalmente se inauguró con un cambio de denominación y consecuente reestructuración, haciendo necesario en algunos casos el llamado a un censo para poder, según los considerandos, delinear una política para el sector, desnudando el desorden del Estado en su actuar de ente contralor y fiscalizador, debiendo periódicamente “refundarse”, dejando por consiguiente la planificación de su función librada al devenir de las circunstancias y urgencias que marcara el poder político.

Así es que la autoridad de aplicación tuvo las siguientes denominaciones:

El INAC – Instituto Nacional de Acción Cooperativa.

La SAC – Secretaría de Acción cooperativa – Decreto 345 /83

Nuevamente INAC – a partir del Decreto 1330.

El INACYM  Instituto Nacional de Acción Cooperativa y Mutual fue creado por Decreto 420/96 , disolviendo el INAC y el INAM (Instituto Nacional de Acción Mutual).

El INAES – Instituto Nacional de Asociativismo y Economía Social.  Decreto 721/00

Podemos observar que a través del tiempo el Estado Nacional dentro de la órbita de la cual hizo depender la autoridad de aplicación mostró a grandes rasgos la orientación que se le quería dar al desarrollo cooperativo, así es como la vieja ley de sociedades cooperativas 11.388 dejaba a la autoridad autorizante bajo la jurisdicción del Ministerio de Agricultura, luego pasó a ser una dependencia del Ministerio de Economía, lo que representa un espacio de la economía social dentro de la actividad económica y, por último se situó como dependencia de la Secretaría de Desarrollo Social, lo que muestra una orientación de la política estatal hacia la acción Social.

Esto último sería el anhelo de los redactores inclusive de la ley 20.337, que abogaban por que se volcaran políticas hacia los sectores más retrasados del cooperativismo, lo que en sí mismo es positivo, si no se descuida o virtualmente ataca a las entidades promovidas en otras épocas.

Nuestra preocupación surge de cierta concepción de la acción social, aún vigente en nuestro país, más cercana al asistencialismo y la beneficencia, diferente de los principios de la cooperación y la autoorganización que, de no ser bien entendidos pueden llevar  al fracaso de las entidades cooperativas formadas para otros fines. Así es como el estado teniendo que enfrentar acuciantes problemas como la creciente desocupación y el déficit habitacional, puede utilizar al cooperativismo si se lo promueve una herramienta desnaturalizada, si se la presenta en sectores que necesitan políticas urgentes, permitiendo las cooperativas subsanar la burocracia que media entre sus necesidades y la satisfacción de las mismas.

El Decreto 1591 – Programa anual de Acción Cooperativa y Mutual ya establece política unificada para los sectores cooperativo y mutual, inclusive se anuncia la intención del estado de avanzar hacia la unificación de la legislación. Hay que tener en cuenta que muchas de estas medidas fueron consecuencia del obligado achicamiento del aparato estatal.

La Nación a partir del Decreto 1757/90 art. 9 dispuso que todos los entes centralizados cuyos servicios eran gratuitos debieran cesar en esta modalidad, el INAC resolvió arancelar sus servicios según resolución 249/93, quedando exenta solamente la constitución de Cooperativas de Trabajo y el asesoramiento.

De acuerdo a comentarios recogidos, tenemos entendido que el Ejecutivo Nacional para nombrar el Presidente del Instituto apeló a personalidades reconocidas del sector, habiendo un consenso en torno a su nombramiento. Esta actitud no fue constante ya que en otras oportunidades el estado hizo uso de su facultad ejecutiva en la designación, recayendo la misma en personas poco consustanciadas con la temática, lo que pareciera de importancia relativa, pero coincidió con la aplicación de políticas que evidenciaron falencias importantes en detrimento del sector.  

La designación de directores propuestos por los distintos sectores se mantuvo en el tiempo y contribuyó a encauzar la política estatal en la materia, teniendo un espacio destacado el cooperativismo de servicios públicos, que cuenta con un representante propuesto por las federaciones.

En el Decreto 721 Anexo II por el cual se crea el INAES se establecen los objetivos del nuevo organismo:

1.- “Ejercer en el ámbito nacional las funciones que le competen al Estado Nacional como autoridad de aplicación del Régimen Legal que regula el funcionamiento de las Asociaciones Mutuales y las Cooperativas establecido por las Leyes 20.321 y 20.337, sus modificatorias y complementarias y por las normas que en el futuro se dicten al respecto.

2.- Fomentar el desarrollo, educación y promoción de la acción cooperativa y mutual en todo el territorio nacional.

3.- Reconocer a las Asociaciones Mutuales y Cooperativas efectuando el otorgamiento, denegatoria o retiro de la personería jurídica para su funcionamiento, así como también su superintendencia y control público.

4.- Ejercer con el mismo alcance, el control público y la superintendencia de Asociaciones Mutuales y Cooperativas, fiscalizando su organización, funcionamiento, solvencia, calidad y naturaleza de las prestaciones y servicios y su disolución y/o liquidación.

5.- Apoyar a través de la Asistencia técnica, económica y financiera a las entidades y propender a la capacitación de directivos y grupos sociales para el mejoramiento de la eficiencia en la administración y prestación de servicios considerando prioritariamente la atención de sectores o estratos menos favorecidos.

6.- Gestionar ante los organismos públicos de cualquier jurisdicción y ante las entidades representativas del mutualismo y del cooperativismo la adopción de medidas y la formulación de programas y planes que sirvan a los objetivos del Instituto.

7.- Elaborar políticas, objetivos y acciones atinentes al desarrollo y consolidación de las Cooperativas y Mutuales, así como también la actualización de la legislación aplicable con la participación de los sectores involucrados”.

Si bien lo detallado anteriormente son líneas de acción, creemos que los desarrollado por la autoridad de aplicación se desenvuelve en el mismo marco de emergencia que toda la administración pública nacional, trabajando precariamente con los medios humanos y materiales que el presupuesto les concede y que limita el cumplimiento de las funciones que la normativa le confiere.

La política en materia de cooperativas, responde en mayor parte a las circunstancias y urgencias, sin una planificación y posterior balanceo que permita imprimirle un rumbo, prever situaciones conflictivas, apoyando por ejemplo a sectores en crisis. Todo lo contrario la realidad obliga a reaccionar por parches y esa es la resultante. Lo cual tampoco es extraño al  movimiento cooperativo propiamente dicho.

Sin embargo, hay situaciones que nos permite resaltar el trabajo de funcionarios comprometidos  en cuanto a la viabilización de proyectos, su vocación de consulta y consenso con el sector cooperativo y en especial con el de servicios públicos.

La fusión de los dos organismos de aplicación de las leyes de cooperativas y mutuales, si bien responde a necesidades económicas, inclusive se encamina hacia la unificación de la legislación como ya fuera anunciado por las autoridades del organismo,  le quita especificidad y relevancia al desarrollo que ha tenido cada movimiento y que ha sido bastante dispar. Cuando se cumplían veinticinco años de vigencia de ambas leyes, estaban en estudio sendos proyectos de ley de reforma que recogían las correcciones y avances que por vía  resolutiva se fueron anexando, inclusive desde hace varios años se viene esperando la sanción de una ley de cooperativas de trabajo atendiendo el desarrollo y complejidad del funcionamiento de este tipo particular de cooperativas, por lo cual opinamos que sería un notable retroceso frente a las necesidades concretas de los movimientos, la unificación de las legislaciones.

En lo referido a la provisión de asistencia económica al sector lo desarrollaremos en el próximo punto referido al financiamiento en general.

A la autoridad de aplicación le corresponde ejercer la fiscalización pública de las cooperativas pudiendo hacerlo directamente y en convenio con las Provincias. 

Del espíritu de la ley a la realidad cotidiana el INAES, recepta y fiscaliza la documentación exigida por ley, así como también realiza inspecciones por denuncias y requisitorias del organismo para con las entidades. La autorización de nuevos servicios, reglamentos, reformas estatutarias, etc. como así también la presencia de veedores en las asambleas,  a pedido de las entidades o motivado por algún conflicto son situaciones corrientes.

Le caben funciones de fiscalización muy amplias entre entidades con una complejidad muy evolucionada en algunos casos propia de su desarrollo, hasta entidades con dificultades masivas por falta de conocimiento de los instrumentos legales.

En este camino, fue produciendo resoluciones que reglamentan la constitución, funcionamiento y la fiscalización de las cooperativas, también para corregir o aclarar situaciones conflictivas, por ejemplo las que afectan a las cooperativas de servicios públicos referidas a Terceros no Asociados, devolución de capital, servicio de sepelio, servicios de salud y de crédito por ejemplo.

El dictado de cursos y seminarios forma parte también  la agenda de actividades del Instituto en materia de educación y capacitación cooperativa.

Buena parte de nuestra relación e información del INAES, desde el interior del país lo hacemos a través de su página de internet desde su inauguración, este servicio es de gran utilidad para los cooperativistas. De allí podemos sacar algunas conclusiones referidas a las estadísticas y la información pública.

La experiencia llevada a cabo con los censos y rematriculaciones cuyos resultados se conocen parcialmente o directamente se desconocen, nos hacen pensar  que no fueron  bien  aprovechados y por lo tanto, se desvirtuó su importancia y seriedad por lo que creemos que nuevas convocatorias en ese sentido, seguramente tendrán un resultado adverso.

Lamentablemente, este desaprovechamiento atenta contra el propio instituto, ya que él mismo, en los considerandos de las resoluciones lo menciona como instrumental para delineamiento de su política para el sector.

Siendo que las cooperativas tienen que obligatoriamente remitir documentación tanto cuando se constituyen como durante su vida institucional bien podría extraerse  la información estadística del análisis de la documentación que se remite al departamento de Fiscalización en una suerte de trabajo conjunto  estadístico y de fiscalización  que pueda detectar distorsiones  particulares  y que podríamos llamar de fiscalización preventiva. Esto lo decimos, ya que muchas veces se genera normativa para corregir situaciones puntuales o en pequeños grupos que ameritan ser sancionadas, a través del instrumento de la fiscalización. Sin embargo, se apela a generar normas que presumen colectivamente el fraude y la distorsión, logrando con ello sancionar y burocratizar el funcionamiento de muchas entidades que son respetuosas de la normativa.

No escapa a nuestro conocimiento la falta de uniformidad y armonización en su propia legislación, tal es el caso de las normas de exposición contable que a falta de una actualización de la Resolución 503/77 que si bien no se encuentra derogada en la práctica resulta superada por la normativa sobre exposición de información contable emitida por la FACPCE (Federación Argentina de Consejos Profesionales de Ciencias Económicas).

Volviendo sobre la información  que exhibe la página del INAES  acusa 19.215 entidades de las cuales 1784 son cooperativas de servicios públicos y 9.588 de Trabajo.

Si bien no está aclarado, entendemos que estas cifras responden a entidades constituidas ya que conocido es que buena parte de las cooperativas de trabajo que se formalizan no pueden seguir adelante con su operatoria por inviabilidad de los respectivos proyectos que les dieron origen. Sería de utilidad si se elaborara una estadística diferenciada con entidades que tienen presentada documentación en regla en los últimos dos años lo cual arrojaría otro indicador que nos aproximaría más a la realidad comentada.

Así como la disponibilidad de la normativa, modelos de estatutos son  valiosas herramientas, otros espacios como imprimir el carnet de la matrícula, reserva de nombre y el listado de locaciones de servicios por parte del Instituto debería merituarse o explicarse la utilidad del servicio ofrecido, en función de la importancia que adquiere este espacio de información pública para el sector.

La división de los recursos disponibles por sectores, es decir la posibilidad real de acceso a financiamiento o subsidios es una necesidad indiscutible, sobre todo del sector de servicios públicos que tendrá que recurrir a financiamientos más caros para las inversiones que necesite hacer. Recordamos en algunas oportunidades la publicación de las asistencias otorgadas en créditos y subsidios, lo cual otorga transparencia al manejo de los fondos.

Seguramente deben llegar muchas y mejores sugerencias,  de todos los lugares del país referido a necesidades de las entidades que podrían reflejarse en ese espacio.

2.6.- EL FINANCIAMIENTO

El crédito es un recurso escaso y más aún para las cooperativas. De nuestro análisis, pudimos observar que fue condición “sine qua non” para la existencia de muchas cooperativas de servicios públicos.

Y se enmarcó en la política de promoción del Estado para con la instalación de cooperativas de servicios públicos, frente a su incapacidad para prestar algunos servicios a usuarios demandantes y organizados revelándose frente a los abusos de los empresarios locales.  

Principal obstáculo para que las cooperativas surgidas entre las décadas de los años 30 y 40 pudieran motorizar sus planes, destrabado en la década del 40  por apoyo crediticio del Estado lo cual tuvo una influencia gravitante en la consolidación de dichos proyectos
. 

Así y todo esa facilidad se fue cerrando y transformando en un impulso inicial que debiera ser seguido por cada entidad y luego a la hora de dar créditos tanto a las cooperativas de servicios públicos como a otras, hubo una discriminación por parte de entidades bancarias oficiales y privadas, siendo corriente situaciones que comprometían el patrimonio personal de los consejeros para tener acceso al crédito y que quedaban atados aún luego de concluir sus mandatos. Las garantías que podría aportar una organización democrática con responsabilidad limitada a su capital  estuvo sujeto a dudas, lo cual orientaba la búsqueda de financiamiento más bien en el propio sector cooperativo. 

La autoridad de aplicación tiene previsto entre sus objetivos facilitar el acceso al crédito; la Ley 23.427 con la creación de la Contribución del  Fondo de Educación Cooperativa redistribuye recursos del propio sector, para volcarlos a la provisión de créditos y subsidios y su transferencia en coparticipación a las provincias. 

El Instituto históricamente otorgó asistencias en créditos y subsidios, en condiciones de promoción, lo que se resentía en épocas de crisis.

Sin conocer los criterios de asignación de los fondos los comentarios de algunas entidades beneficiarias nos llevan a pensar que se están orientando cada vez más hacia el apoyo para emprendimientos productivos en etapa de iniciación.

Las sucesivas resoluciones en cuanto a la refinanciación, son indicativas de que no hubo un cumplimiento de los compromisos asumidos en cuanto a los créditos.

Creemos que de haber tenido un flujo equilibrado, el Instituto contaría con un importante volumen de fondos, ya que le corresponden partidas acumulativas. Con facultades propias tan amplias y complejas, creemos que el camino adecuado para la autoridad de aplicación sería encauzar los fondos del propio movimiento hacia entidades del sector especializadas con el seguimiento del Instituto.

En ese marco, celebramos la resolución INAES Nº 1776/04 que destina partidas para las federaciones y confederaciones para que las distribuyan en subsidios en proyectos que promuevan la educación y capacitación cooperativas. Pero creemos que se debe profundizar este camino en la asignación de partidas para otorgar créditos para otros fines.

La Ley de Pymes (24.467) parte de un plano de aparente igualdad basada en lo patrimonial, sin discriminar el origen del capital social de las empresas y el destino y beneficio social de sus fondos, así y todo también aporta financiamiento para el sector. Las cooperativas quedaron encuadradas como Pymes por Circular SEPYME Nº 32/00
.  

Programas de apoyo e innovación tecnológica tales como SEPYME, SECYT son el marco en que algunas cooperativas están siendo beneficiarias, por este tipo de financiamiento.

Hoy en día es el FEDEI  (Fondo Especial de Desarrollo Eléctrico del Interior) que depende de la Secretaría de Energía de la Nación, al que acuden las cooperativas que prestan el servicio de distribución de electricidad para financiar sus obras especialmente de electrificación rural. Son considerados préstamos “blandos” por los períodos de amortización y las tasas de interés, pero encontramos un conflicto de intereses ya que los proyectos presentados por las cooperativas son aprobados, no por el ERSEP organismo regulador, sino la Empresa Provincial de energía un competidor más en el acceso a dichos fondos, lo que justifica que el cooperativismo de servicios públicos acceda a una mínima parte de esos fondos, que en su mayoría son asignados al propio estado para las inversiones que debe realizar.  Inclusive muchas veces, median años entre la presentación de un proyecto y la efectiva entrega de los fondos con la consiguiente distorsión en los precios y en la necesidad de la obra. 

En el balance de la empresa Provincial de Energía de Córdoba, que se publica en el sitio del Ministerio de Economía no pudimos encontrar ningún rubro o Anexo para inversiones, en lo cual las cooperativas de servicios públicos tienen un celo y cuidado importante, precisamente frente a las dificultades para conseguir financiamiento se valorizan los recursos propios y esto se refleja en los balances, lo cual es muy criticado por los funcionarios estatales que inmediatamente lo asocian al lucro, acostumbrados  como vemos  a no proyectar  dentro de la empresa estatal inversiones con fondos propios ya que cuentan con privilegio en el acceso a los recursos que ellos mismos asignan.

El ENOHSA  es el ente estatal para hacerlo en materia de obras de cloacas y agua corriente.

En telefonía y radiodifusión el financiamiento es variado, estudiándose en el sector  el uso del Fideicomiso.

El Fideicomiso (Ley 24.441)  y la Sociedades de Garantía Recíproca  (Ley 24.467) son ámbitos  a explorar  todavía. El primero si bien está siendo de difundida utilidad en el sector privado para inversiones a largo plazo tiene todavía dificultades para su implementación en el sector cooperativo.

Pudimos encontrar entre los promotores del cooperativismo del siglo pasado una férrea oposición  a este tipo de prácticas  considerándolas propias de las sociedades capitalistas, señalando que “las acciones que se cotizan en bolsa pueden subir y bajar abruptamente en un mercado regulado por el azar y la especulación”.

En el caso de las Sociedades de Garantía Recíproca su aprovechamiento por parte del sector cooperativo permitiría subsanar uno de los mayores obstáculos como es la existencia de garantías suficientes.

La capitalización adicional de los propios asociados usuarios también es un recurso propio corrientemente utilizado. Sumado a la capitalización natural que se realiza con el pago de la facturación mensual de los servicios públicos, muchas cooperativas han planteado en Asamblea de Asociados la necesidad de la capitalización adicional para poder encarar determinadas obras o enfrentar situaciones conflictivas. 

Es notable la experiencia promovida por el Dr. Constancio Beltramo en la formación del Instituto para el Financiamiento de Cooperativas de Servicios Públicos Coop. Ltda. IFICOSEP cooperativa de segundo grado que luego de más de una década de funcionamiento  agrupa a cooperativas de servicios públicos de varias provincias del país las que con un aporte mensual capitalizado ha financiado las más variadas obras,  desde electricidad, electrificación rural, centrales telefónicas, cañerías, sedes sociales, etc. Basándose en una exitosa experiencia de las cooperativas de Estados Unidos agrupadas en la NRECA y en la certeza que las cooperativas de servicios públicos son excelentes sujetos de crédito esta cooperativa de segundo grado cuya finalidad se centraba en un objetivo específico proveer financiamiento a tasas adecuadas y sin mayores restricciones a sus asociadas es una muestra de cuánto se puede realizar en este campo sencillamente cubriendo la demanda planteada por las propias  entidades interesadas y generando lazos de respaldo cimientes para el sector.

2.7.- EL ESTADO ASOCIADO A LAS COOPERATIVAS EN SU RELACION DE CONSUMO

El Estado, como persona jurídica de carácter público puede asociarse de acuerdo a lo previsto en el artículo 19 de la Ley 20.337, en el caso que los respectivos estatutos así lo previeren.

La última parte del artículo 19 de la ley 20.337 prescribe que, en caso que el Estado Nacional, las provincias, los Municipios, los entes descentralizados y las empresas del Estado se asocien a las cooperativas, “pueden convenir la participación que les corresponderá en la administración y fiscalización de sus actividades en cuanto fuere coadyuvante a los fines perseguidos y siempre que tales convenios no restrinjan la autonomía de la cooperativa”. Esto se verifica muchas veces en algunas cooperativas de servicios públicos en que existe la designación de un Consejero Municipal  con la finalidad de integrar las actividades del Municipio con la Cooperativa.

Cuando la cooperativa de Punta Alta, tuvo que brindar el servicio de energía eléctrica al Estado, tuvo que encontrarse con un problema que fue subsanado vía decreto y dio pie al artículo 20 de la Ley 20.337 de acuerdo al cual “cuando las cooperativas sean o lleguen a ser únicas concesionarias de servicios públicos en las localidades donde actúen, deberán prestarlos a las oficinas de las reparticiones públicas nacionales, provinciales o municipales, sin el requisito previo de asociarse” esta situación y la necesidad de universalizar la prestación de la misma fue antecedente también para la resolución 110/76 de prestación de servicios a terceros no asociados ya que en esa condición inicial se encontró el Estado.

Estas prestaciones luego serán compensadas del pago de impuestos, el alumbrado público  o generarán créditos  que por mecanismos especiales  se acreditarán con posterioridad como sucede en la práctica.

2.8.- LA TRIBUTACION DE IMPUESTOS NACIONALES POR PARTE DE LAS COOPERATIVAS

La relación del estado con el sector cooperativo en el aspecto tributario ha sido de permanente dificultad, fundado principalmente en la necesidad del estado de tomar recursos de este sector “privado” para cumplir sus “finalidades sociales”  impulsados por otros sectores puramente privados que haciendo “lobby” o uso de sus poderes económicos impulsaron, mediante la facultad legislativa del Estado, en un sinnúmero de ocasiones, gravar con los más diversos tributos sin atender, a la esencia misma de una cooperativa.

Cabe señalar que toda política tributaria persigue dos finalidades principales, la de generar los recursos necesarios para que el estado pueda hacer frente a su gastos de funcionamiento y como herramienta de la política económica y social del Estado. 

Es en esta función en que el Estado puede direccionar, favorecer, fomentar o de lo contrario atentar contra el desarrollo del sector cooperativo, en la imposición de las obligaciones.

La Ley de Procedimiento Fiscal 11.683 dispone en su artículo 5 que son contribuyentes b) Las personas jurídicas del Código Civil y las sociedades, asociaciones y entidades a las que el derecho privado reconoce la calidad de sujetos de derecho” dentro de los cuales las cooperativas  fundadas en el esfuerzo propio y la ayuda mutua  se organiza para prestar servicios.

Es la AFIP (Administración Federal de Ingresos Públicos)  el organismo estatal con facultades de verificación y fiscalización por el pago de tributos. 

La Resolución 3419 establecía formalidades para la registración de comprobantes, la nueva modalidad obligaba al desdoblamiento para la facturación de servicios públicos. La facturación de las cooperativas de servicios públicos  reviste tres caracteres: masiva, simultánea y concentrada, por lo que el organismo de control tuvo que dar marcha atrás a su pretensión
, admitiéndose que la facturación de servicios sociales -que sería antieconómico hacerlo por separado- pueda realizarse conjuntamente con los servicios públicos. 

 EL I.V.A.

Las cooperativas de servicios públicos están encuadradas de acuerdo a la legislación como Responsables Inscriptos de este tributo teniendo la obligación de la presentación mensual de Declaraciones Juradas.

La ley del IVA (Nº 20.631) no prevé exenciones subjetivas para las cooperativas, por lo cual es necesario analizar cada actividad en particular, en materia de servicios públicos, los servicios de asistencia sanitaria, médica y paramédica, el servicio funerario, el de transporte se encuentran eximidos.

Luego la “forma”  en que se preste el servicio delimitará el encuadramiento en el tributo, la alícuota aplicable y el nacimiento del hecho imponible.

Así es como las servicios públicos prestados por las cooperativas se pueden encuadrar en ventas como la energía eléctrica, agua o gas reguladas por medidor o en servicios: cloacales, de desagües, telecomunicaciones o de provisión de agua corriente, reguladas por tarifas .

De acuerdo a cada actividad se encuentra gravada a alícuotas diferentes y una compleja red de dictámenes y notas de la AFIP delimita cada caso en particular, en la medida que detecta servicios o situaciones pasibles de tributar el impuesto, bajo un criterio que presume la gravabilidad de toda actividad, en tanto no surjan elementos fehacientes muchas veces emanados de su seno que dispongan lo contrario. Así lo de muestran recientes fallos que dieron marcha atrás a su pretensión de cobrar IVA sobre la energía que como beneficio social entregaban las cooperativas de servicios públicos a sus empleados.

GANANCIAS

La Ley de Impuesto a las ganancias Nº 20.628 exime a las cooperativas  en el artículo dedicado a las exenciones Nº 20 inc. d) señalando que “las utilidades de las sociedades cooperativas de cualquier naturaleza y las que bajo cualquier denominación (retorno, interés accionario, etc), distribuyen las cooperativas de consumo entre sus socios”.

Esto es así ya que la cooperativa integra el universo de las entidades sin fines de lucro, los actos que realiza son “actos cooperativos” y no operaciones comerciales y de lograr algún excedente lo devuelven o lo reparten a sus asociados.

Esta exención requiere pedido de reconocimiento por parte del interesado y el artículo 33 del Decreto Reglamentario establece los elementos a aportar a la AFIP para la consecución de tal fin. Las entidades debían inscribirse en un registro de entidades exentas.

La Resolución 1815 de la AFIP representa un exceso de atribuciones del organismo frente a la exención que quiso darle el legislador, “imponiendo exigencias formales improcedentes y estableciendo graves sanciones no contenidas en ley alguna mediante una mera reglamentación de tercer grado – la R.G. 1815- cuyo dictado excede largamente las facultades legales de que está dotado el funcionario firmante”.

“El Organismo Fiscal no puede exigir la presentación de un sinnúmero de formularios y documentación que en definitiva van progresivamente asignando al reconocimiento de entidad exenta un carácter meramente provisorio y discrecional del propio Fisco”
.

Llegando la situación al absurdo de tener que presentar sujetos exentos Declaraciones Juradas para que se les reconozca la exención. Todo lo cual acerca al contribuyente a terminar aceptando la pretensión fiscal.

Esta situación, según comentarios surge de haber detectado entidades que detrás de sus aparentes fines sociales, encubrían actividades lucrativas y es excusa para sancionar colectivamente a las entidades presumiéndolas pantallas detrás de las cuales se esconden lucrativos negocios, en lugar de realizar una fiscalización más pormenorizada en orden a detectar irregularidades. También es la respuesta del gobierno  a la manifiesta exigencia de organismos internacionales de gravar con ganancias a las entidades exentas.

La cantidad de trámites, las multas por períodos anteriores a la emisión de la mencionada resolución torna ilimitados los requerimientos que puede hacer  el organismo recaudador que de esta forma se apropia de la facultad efectiva de eximir o no del impuesto a las ganancias a las cooperativas y deja poco margen de acción para la proyección de emprendimientos promovidos por el propio estado ya que el impacto de este tipo de política fiscal es de imposible cumplimiento para los recién iniciados.

El movimiento cooperativo reclama la modificación de la Ley 20.628 en vistas a reconocer a las cooperativas como entidades “no sujetas”  del impuesto, por inexistencia del hecho por el cual es materia de legislación, lo cual es negado insistiendo en su posición de mantenerlas como sujetos “exentos”.

EL FONDO COOPERATIVO

La Ley 23.427 (B.O. 3/12/1986) creó en el artículo 1º título I el Fondo para la Educación y Promoción Cooperativa y establece en el artículo 6º de su título II una contribución especial sobre el capital de las cooperativas que surge de aplicar una alícuota sobre el mismo. Tal contribución fue creada resaltando su carácter de emergencia y transitorio y  luego fue prorrogado en sucesivas oportunidades cumpliendo el año próximo, esta contribución que se transformó en un impuesto 20 años de vigencia.

Con el agravante que la Ley 25.239 elevó la alícuota del 1% al doble, y dichos fondos a regañadientes aparecen inclusive como un esfuerzo del estado que los licúa en las rentas generales.

El art. 23 de la Ley 23.427 establece que el producido por la recaudación del Fondo de Educación y Promoción Cooperativa  se distribuye de la siguiente manera:

a) Del 1% que rige desde la sanción de la ley se asigna el 42,34 % al Fondo creado por el artículo 1º de la presente ley y el 56,66 % a las provincias.

b) En tanto que el 1 % restante que se incrementó a partir del año 2000 se asigna en su totalidad al fondo creado por el artículo 1º.

Es decir, que del total recaudado por este tributo, corresponde el 71,67 % a la nación, el cual establece su asignación y el 28,33 % restante se coparticipa a las provincias. 

El Art. 22 inc. a)  establece las facultades del Ejecutivo de eximir a las cooperativas de servicios públicos  “en la medida en que los entes estatales que presten iguales servicios gocen de beneficios especiales en el impuesto sobre los capitales”.  La Contribución   es continuación del impuesto a los capitales. Su correlato para los entes estatales  fue el Impuesto a los Activos lo que se prolongó hasta el 30/06/1995 cumpliéndose entonces la condición necesaria para que el P.E.N. pudiera operar la exención mencionada lo cual no se efectiviza.

3.- EL ESTADO PROVINCIAL Y SU RELACION CON LAS COOPERATIVAS DE SERVICIOS PUBLICOS

3.1.- Reconocimiento Constitucional para las Cooperativas de Servicios Públicos.

La Constitución de la Provincia de Córdoba sancionada en el año 2001, reconoce al cooperativismo y en particular al de servicios públicos. Artículo 36: Cooperativas y mutuales: El Estado Provincial fomenta y promueve la organización y desarrollo de cooperativas y mutuales. Les asegura una adecuada asistencia, difusión y fiscalización que garantice su carácter y finalidades y Artículo 75: Servicios públicos Los servicios públicos corresponden originariamente, según su naturaleza y características a la Provincia o a los Municipios; pueden prestarse directamente, o por medio de cooperativas o sociedades de economía mixta, y por particulares. En el control de su prestación participan los usuarios según lo establecen las leyes u ordenanzas respectivas.
Esto se debe principalmente al desarrollo y organización que muestra el cooperativismo de servicios públicos en nuestra provincia con más de 200 entidades prestando servicios.

3.2.- Órgano Local Competente.

El 29 de Diciembre de 1959 por Decreto 3662 bs. se crea el Departamento Promoción y Fomento Cooperativo de la Provincia de Córdoba cuyo primer director fuera el Dr. Constancio Beltramo.

Como primera medida instituyó el Registro permanente e Cooperativas mediante Decreto 634/60 resultando censadas cerca de medio millar de entidades.

Al igual que la autoridad de aplicación a nivel nacional, cada nueva gestión política se sumió en permanentes cambios de nombre, escisiones entre el sector fiscalización y promoción, censos anuales y siendo muy pobre el accionar de la política cooperativa, propia de sus funciones.

Actualmente depende del Secretaría de Justicia y se denomina Dirección del Registro y Fomento de Cooperativas y Mutuales de la Provincia de Córdoba.

Su funcionamiento tampoco escapa al de toda la administración pública provincial, que mediante el retiro voluntario promovió al personal más antiguo -memoria histórica- de la repartición, a cambio de personal contratado y  que está haciendo sus primeros pasos lo que genera una atención hacia el público cooperativista muy poco calificada.

Este organismo, que surgió para fortalecer al movimiento cooperativo, hoy en día encuentra atado su desarrollo a un escaso presupuesto, reducido al gasto en personal, en funciones de tipo administrativas y en menor medida a la promoción cooperativa.

Las actividades de promoción, actualmente están centradas principalmente en la formación de cooperativas de trabajo (siendo escasa la formación de cooperativas de servicios públicos, según se nos informa) y en el dictado de cursos de capacitación para su constitución.

En cuanto a la fiscalización, la recepción de trámites pre y pos asamblearios y la rubricación de libros, son sus actividades mas corrientes, siendo para la dirección, las cooperativas de servicios públicos, las que mas respetan los requisitos impartidos por la propia dirección.

Cada departamento (promoción, fiscalización, contable, etc) funciona casi separadamente, teniendo que intervenir el público en general, para subsanar situaciones que reflejan la falta de intercomunicación entre ellos, para la consecución de determinados trámites.

Luego de la sanción de la Ley Nº 7734, mediante la cual la Provincia de Córdoba adhiere al régimen de la Ley Nacional Nº 23.427 de Educación y Promoción Cooperativa,  se crea el Fondo Provincial para Educación y Promoción Cooperativa, el cual administra la Dirección de Cooperativas, a través del Consejo Asesor creado por el artículo 6º de la ley provincial.

El Fondo Provincial, tiene como finalidad la de promover el desarrollo del sector cooperativo y puede destinarse según lo determina su artículo 5º de la siguiente forma:

a) “Financiar proyectos para la educación y capacitación de asociados y dirigentes de cooperativas.

b) Financiar programas generales y sectoriales para la enseñanza del cooperativismo escolar.

c) Otorgar subsidios a cooperativas de escasos recursos para la financiación de proyectos con un límite del 10 % de los recursos anuales del fondo.

d) Otorgar préstamos a cooperativas que utilicen mano de obra y materia prima provincial o que presten servicios de interés para la comunidad.

e) Realizar inversiones en instituciones financieras auspiciadas por el sector cooperativo, a solicitud de la misma, hasta el monto que apruebe el consejo asesor, el cual deberá ser asignado exclusivamente para el financiamiento de la actividad cooperativa”.

Constituido el Consejo Asesor, acudieron cooperativas de servicios públicos, de provisión, de trabajo, se financiaron proyectos de educación. El sector cooperativo tuvo su propia fuente de financiamiento y de obtención de subsidios, a tasas razonables y sin tener que embargarse en los requerimientos que el financiamiento privado exige a las cooperativas.

Pero esta situación cambió a partir de épocas de emergencia económica en nuestra provincia. Así es como a partir de 1995, el Consejo Asesor casi se disolvió virtualmente y lo que fue una práctica de emergencia se transformó en corriente, utilizar partidas que asignaba la nación para fines determinados, para resolver la emergencia.

Habiendo pasado gobiernos de distinto signo político, la situación fue invariable, dejando al Consejo Asesor Cooperativo y Mutual cesante y  sin los fondos que debería repartir y para lo cual fue creado, generando una práctica que el gobierno provincial da por aceptada, frente a las denuncias planteadas por distintos sectores del movimiento cooperativo.

La falta de asignación anual de los mismos dio vía libre para su transferencia a rentas generales, la sumatoria ronda los $ 13.000.000 y por año las partidas se componen de $  1.200.000.- 

En el presupuesto general de la provincia (publicado en el sitio oficial del gobierno) del año 2005, se proyecta una partida acreedora de $ 1.270.400 que provienen de la masa cooparticipable de la contribución y es imperiosa la necesidad del cooperativismo de contar con esos fondos, necesarios para la financiación de proyectos iniciales de cooperativas de trabajo, adquisición de infraestructura de las cooperativas de servicios públicos, para poder prestar los servicios que el propio estado les concesiona y que de no realizarse caerían en la obsolescencia , para educación cooperativa, entre otras. 

El hecho es que los fondos, provienen del propio movimiento ya que la base contributiva es el propio capital de las cooperativas.

En este sentido, teniendo en cuenta el precedente que significa la resolución 1776/04 que a nivel nacional asigna fondos a las Federaciones para que financien proyectos de educación cooperativa, es que nos animamos a proponer idéntico tratamiento con los fondos cooparticipables que recibe la provincia, pero ampliándolo hacia el crédito para fines específicos tal como lo prevé el inciso e) antes transcripto de la ley 7734.

El movimiento cooperativo cuenta con instituciones creadas específicamente para apoyar sectores como es el IFICOSEP (Instituto Para el Financiamiento de Cooperativas de Servicios Públicos Coop. Ltda..) en el caso de las cooperativas de servicios públicos,  entidad de segundo grado que, por más de una década viene financiando los requerimientos de sus asociadas y sirviendo de apoyatura para el crecimiento regional.

Creemos que significaría un avance para el sector. Inclusive proponiendo disminuir la tasa de interés que cobra el Instituto a favor del propio Estado provincial, transformándonos en distribuidores de los recursos  para que efectivamente llegue a los que serán efectores finales. Creemos que el beneficio será colectivo, tanto para el Instituto, para las cooperativas de Servicios públicos como para el Estado provincial
”.

3.3.- Perspectivas

No creemos que el Estado Provincial, varíe su política para con las cooperativas, de no mediar iniciativas y fuertes reclamos por parte de todos los sectores que lo componen muestra de ello es el reclamo por la asignación de fondos que le corresponden genuinamente.

La Fiscalización se realiza sobre cada trámite y no sobre la institución, resultado de acuerdo al cual, se exige una y otra vez la misma documentación. Sería de utilidad  modificar el sistema, a fin de evitar  que el archivo se transforme en un depósito al que se accede por requisitoria judicial o de la jerarquía, sino que sirva a los fines de la fiscalización. También sería útil el sistema de fichas o computarizado,  donde conste el cumplimiento de trámites sucesivos como sucede en otras reparticiones.

También el cumplimiento de censos solicitando información que la Dirección ya posee, resulta un despropósito.

El organismo suspendió, su departamento de Cooperativismo Escolar que cumplía una función muy importante asesorando a docentes y niños interesados en incursionar e iniciarse en el cooperativismo.

La especificidad que requiere la formación de cooperativas de trabajo ameritaría la habilitación de un departamento especial.

La entidad cuenta con una página de internet  con similares características que la del INAES, pensada más bien en aquellas personas que se están acercando a la economía solidaria. Se podría incluir en la misma un instructivo de trámites corrientes, como presentaciones pre y pos asamblearias y rubricación de libros  que serían de utilidad para todo el sector.

3.4.- El Servicio de Energía Eléctrica.

El desarrollo del servicio de electricidad por parte de las cooperativas de servicios públicos en la Provincia de Córdoba no escapa al escenario nacional.

La empresa estatal, Empresa Provincial de Energía de córdoba (EPEC)  (leyes 6152 y 7066) presta el servicio en la capital provincial y también en algunas ciudades importantes del interior provincial. Según hemos podido encontrar, existen indicios de intentos de una usina popular que luego fracasó.

Las doscientas cuatro cooperativas de servicios públicos, atienden un tercio de las conexiones eléctricas de toda la provincia. El 95 % de la electrificación rural.

“En 1930, apenas tres años después de la fundación de la Cooperativa de Punta Alta, se crea en la localidad de Canals, la primera cooperativa eléctrica que comenzó a prestar servicios al año siguiente, en competencia con un industrial particular, hasta la década del sesenta en que finalmente, adquirió todas las instalaciones en una empresa única”
.

Al año siguiente, se fundó en Almafuerte la primera cooperativa eléctrica para adquirir energía eléctrica de una central hidráulica, construida por el Estado Nacional, en tanto que el primer sistema desarrollado para atender la electrificación rural, en nuestro país surgió en la localidad de Colonia Caroya.

También fue muy importante para el desarrollo del cooperativismo de servicios públicos la conformación de la primera cooperativa de segundo grado de cooperativas de servicios públicos la FACE en 1939.

 
“A partir de 1960 y en el marco de una política para el desarrollo electroenergético dispuesta por la Ley 15.336 se favoreció la generación centralizada en grandes usinas térmicas, hidráulicas y termonucleares y la construcción de sistemas interconectados lo que permitió a las cooperativas prescindir de sus usinas y adquirir energía a los respectivos sistemas: nacional y provincial, convirtiéndose en lo que hoy en realidad son, distribuidores minoristas de energía eléctrica, adquirida en “barra” en distintas tensiones:  13.200 V, 33.000 V, ó 66.000 V, según el tipo de estación transformadora con que cuenten”
.

El artículo 3º define el servicio público de electricidad como “la distribución regular y continua para atender las necesidades indispensables y generales de los usuarios” y correlativamente califica de interés general la industria eléctrica “destinada total o parcialmente a abastecer de energía a un servicio público”.

El carácter de servicio público queda reservado solamente a la distribución, es decir, a los actos que ponen la electricidad a disposición de los usuarios, en tanto que la generación, la transformación y la transmisión, se califican como actividades de interés general.

En cuanto a los servicios públicos definidos en el primer párrafo del artículo 3º, quedan sometidos a los gobiernos provinciales, los que “resolverán en todo lo referente al otorgamiento de las autorizaciones y concesiones, y ejercerán las funciones de policía y demás atribuciones inherentes al poder jurisdiccional”

También opina el Dr. Beltramo que “la interconexión eléctrica parece haber sido el elemento determinante para que las cooperativas pudiesen dedicar todo su esfuerzo y energía a promover otros servicios, ya que no debían ocuparse de un aspecto tan complejo como es la generación de electricidad
”.

Queremos resaltar que allí donde no prosperaron las cooperativas de usuarios el Estado tuvo que tomar el servicio y esto se dio en las principales ciudades del país. La relación entre las Cooperativas y el Estado, éste en su doble rol de ente concesionante  y  prestador a falta de un ente regulador diferenciado,  casi se dio en una suerte de competencia ganada, habiendo tomado las cooperativas las zonas más desfavorables.

Ahora bien el poder de policía, la homologación de las tarifas eran funciones que ejercía  la empresa provincial por delegación, a pesar de ser también distribuidora, al igual que las cooperativas. Lo cierto es que, además de prestar servicio en la Capital y en las localidades más pobladas, convivieron como prestadores de los grandes centros poblados del interior y siendo la periferia de esos pueblos (electrificación rural) servidos por las cooperativas de servicios públicos. 

Recordado es el Departamento Cooperativas de la empresa estatal, que llevó adelante una tarea muy valiosa asesorando a los grupos organizados de usuarios que querían adquirir generadores de corriente alternada, para lo cual tuvieron que realizarlo con sus propios aportes y los créditos bancarios, a los que pudieron acceder.

Durante muchos años, las cooperativas tuvieron la tenencia precaria del servicio, sin contratos de concesión, la delimitación del área de prestación, que les aseguraran la prestación, dependiendo prácticamente de la voluntad política de los gobiernos de turno.

La continuidad de la concesión es el único reconocimiento que el Estado otorgó a las Cooperativas como prestadores privados, que por más de cinco décadas prestaron un servicio en expansión y llevaron nuevos servicios a los pueblos.

Luego de casi cincuenta años, a la luz de los resultados de servicios públicos deficientes, insuficientes y mal administrados, es que se reconoce la incapacidad del propio Estado para prestar los servicios públicos. También los grandes poblados cansados de las ineficiencias crónicas, tenían puestas sus esperanzas en la privatización anunciada como la solución definitiva.

El estado devenido en privatizador, dio una gran importancia al proceso en el área energética, sancionando el Marco Regulatorio de la Electricidad por Ley Nº 24.065 dividiendo el negocio eléctrico en tres áreas: la generación, el transporte y la distribución. Estableciendo también dos nuevas figuras el Mercado Eléctrico Mayorista y el Mercado Eléctrico Minorista,  a los cuales podrían acceder los usuarios mayoristas en un régimen de libre contratación, abonando un peaje por el uso de las líneas. Todo en un marco de descentralización, pero que en la práctica significaba que una empresa que adquiría energía a la cooperativa, en gran volumen muchas veces, generaban excedentes que eran distribuidos en una mejora de la tarifa hacia otros usuarios y ahora directamente saltearían a la cooperativa, a la que solamente le pagarían el peaje. Esta posibilidad ya establecida en la ley, se efectivizó en los grandes usuarios, demorándose en la práctica para establecimientos de mediana magnitud, pero cada vez con más insistencia, en función de las reducciones de costos y en el fomento del propio estado nacional, quien a través de sucesivas resoluciones de la Secretaría de Energía y manifestaciones extraoficiales, pretende que los grandes usuarios actuales, de las diferentes distribuidoras, adquieran directamente sus necesidades energéticas en el Mercado Eléctrico Mayorista (M.E.M), lo que genera una situación de profunda preocupación, en todas las distribuidoras del país, tanto sea esta cooperativa, estatal o de carácter privado. 

Las cooperativas de servicios públicos que -por lo menos en Córdoba- respondieron al fenómeno de la globalización, generando alianzas y formando entidades de segundo grado con la finalidad de obtener ventajas económicas y el fortalecimiento de sus respectivas cooperativas, también lo hicieron en el campo de la generación formando la Unión Cooperativa Eléctrica Ltda.. del Centro Argentino (UCELCA) que logró con el Sindicato de los Trabajadores de Luz y Fuerza, crear por medio de una sociedad anónima, las plantas generadoras ubicadas en Pilar, Villa María y General Levalle, explotando la concesión de las mismas.

Córdoba no fue ajena a la corriente privatista, pero llegó una década después y casi en su momento declinante. Durante el año 2000 cuando se sancionó la ley de incorporación de Capital Privado al Sector Público (Ley 8837) , el Estado, con el afán de hacer mas interesante para los inversores privados, el valor de la EPEC, pretendió apropiarse para sí, las áreas servidas por cooperativas, despojándolas de sus derechos históricos como distribuidoras y comercializadoras de la energía eléctrica. Ante la enérgica reacción de las diferentes cooperativas de la provincia, el Estado provincial les otorgó un contrato de concesión por un plazo de apenas 10 años, en tanto que para el EPEC era de 35 años.  La Ley del Ciudadano (8836) creaba la figura del Ente Regulador ERSEP que ahora tendría el poder de policía de los servicios públicos.

Esta actitud motivó un movimiento de unidad entre la FACE y FECESCOR (la federación provincial) y movilización  en varios “camionetazos”,  inclusive teniéndole que  hacer notar al gobierno provincial el apoyo que brinda el cooperativismo a la entidad bancaria oficial en cada pueblo. La situación era de una gravedad extrema, que comprometía la continuidad de los múltiples servicios que prestaban las cooperativas.

La Ley 8850 bajó un escalón las pretensiones estatales al sustituir el artículo 32 de la Ley 8837 permitiéndoseles “prestar todos los servicios que sus estatutos establezcan, siempre que observen valores desagregados”.

Si bien la debacle que sufrió nuestro país después del 2001, marginó la privatización de la EPEC del interés de nuevos inversores, situación que casi cinco años después no se puede revertir totalmente, bajó los decibeles de la disputa y las cooperativas consiguieron firmar contratos de Concesión por 35 años escalonados. El primer escalón se cumpliría a los diez años, siendo la variante que pretende impulsar el ejecutivo la figura del Comercializador que compra energía en forma mayorista y puede anular la autonomía funcional de las cooperativas.

De la lectura del contrato de concesión, en el cual se otorga un título único por única vez, es el anuncio de un futuro incierto. La separación entre distribución y comercialización deja abierto un camino que deberá ser muy estudiado por las cooperativas locales, teniendo que dejar de lado mezquindades sectarias y rivalidades para unificar criterios de defensa en la gestión, para constituir una sociedad que se postule como comercializadora en vistas a la próxima desregulación del mercado.

Las cooperativas de servicios públicos acusaron el impacto de la globalización de la competencia que obligaba a eficientizar sus planteles, revisar sus gastos, en una palabra competir con las empresas privatizadas. Pero en este camino, acudieron a soluciones de avanzada como es la instalación de medidores de energía prepago por ejemplo, lo cual es impensado para la empresa de energía de la capital.

Los servicios públicos como mercados cautivos, representaban negocios muy interesantes, aún en los pueblos. Así es como por ejemplo, las empresas telefónicas pretendieron anexar a sus  servicios de la capital provincial, los servicios prestados por cooperativas telefónicas del interior. Algunos usuarios, optaron por tomar los nuevos servicios a menor precio, pero la mala y despersonalizada atención al usuario, ante problemas con la prestación del servicio, las que incluían soluciones cuyas demoras superaban ampliamente las de las cooperativas, demostró la eficiencia de la gestión del sector, que siguió siendo la preferencia del mercado del interior. 

Según estadísticas de la Secretaría de Energía de la Nación, las Cooperativas del interior provincial distribuyen el 30 % del total de la energía provincial, el 60 % es distribuido por la EPEC y un 10 % compra energía directamente en el Mercado Eléctrico Mayorista.

Las grandes ciudades, donde se ha reservado la explotación el Estado Provincial,  debe afrontar los problemas que han traído la falta de trabajo, la marginalidad, y sus consecuentes fenómenos, no esperados a tamaña magnitud. Muchos asentamientos humanos cuentan como único recurso energético,  la electricidad,  con la cual se iluminan, cocinan, se calefaccionan, etc. Como consecuencia de este fenómeno masivo, hay barrios donde la provisión de energía eléctrica es irregular, por cortes diarios, originados principalmente en el importante número de conexiones irregulares y clandestinas, que originan los problemas antes mencionados. Ante ello, el Estado Provincial, a través del Ente Regulador de los Servicios Públicos (E.R.Se.P.) ha recurrido a la implementación de la tarifa social, solución del estado provincial para cubrir necesidades insatisfechas de un importante sector de la población. 

La tarifa social sería la solución oficial para corregirlo, según versiones que no hemos podido corroborar, las cooperativas fueron las primeras en ver la necesidad de crear una tarifa social para el acceso del servicio de energía eléctrica y del servicio de agua.

La Ley 15.336 creó con sendos porcentajes dos fondos uno el F.C.T. (Fondo subsidiario para Compensaciones Regionales de Tarifas a usuarios Finales) y el otro el F.E.D.E.I. (Fondo de Desarrollo Eléctrico del Interior).  Ambos fondos tienen como objetivo subsidiar tarifas en las regiones menos favorecidas que en un tratamiento igualitario deberían pagar tarifas muy altas para poder obtener el servicio, reducir la calidad del servicio o mantener vastos sectores de la población sin los beneficios de la electrificación.

Lo recaudado por los Fondos Específicos es transferido a las Provincias para ser aplicado en el sector eléctrico, mediante la realización de obras, las cuales son previamente aprobadas por el Consejo Federal de la Energía Eléctrica.

En base a información obtenida del C.F.E.E., vemos que a lo largo del período que va de 1993 a 2002, la Provincia de Córdoba recibió la suma de $ 39.125.837, en concepto de Fondo Compensador Tarifario. A pesar de la significativa participación del movimiento cooperativo, el gobierno de la Provincia de Córdoba, a través de la Empresa Provincial de energía de Córdoba, toma la totalidad del subsidio recibido de parte del Estado Nacional y lo distribuye solamente entre sus usuarios a través de la tarifa social, quedando excluidas de participación alguna, las cooperativas del interior provincial, quienes afrontan los subsidios por tarifa social con fondos propios y bien podrían hacerlo con los fondos previstos para ese fin.

Vemos en este caso, cómo el estado en su conjunto, mira hacia otro lado ante la inacción del movimiento cooperativo en el reclamo de lo que legalmente le corresponde, que del simple cálculo rondaría los once millones de pesos anuales, en el período considerado, siendo lo antedicho una muestra de cómo el Estado desconoce su función regulatoria y se coloca en una situación de desleal competidora con las cooperativas distribuidoras de energía.

Luego de la crisis que vivió el país social y económicamente, el Poder Ejecutivo Nacional resolvió someter al régimen de Audiencias Públicas la renegociación de contratos de empresas privatizadas como así también los aumentos tarifarios (Decreto 311/03 y Reglamento de Audiencias públicas  Decreto 1172/03). El mismo tratamiento exige el Ente Regulador en la provincia de Córdoba.

Mediante la Resolución Nº 04 del 7/06/2005 establece que por la cantidad de cooperativas existentes resultaría imposible realizar audiencias públicas en todas ellas y plantea  la realización de asambleas, expresa que “las asambleas de asociados también permiten mejorar la razonabilidad de las decisiones, formar un consenso acerca de ellas y dar transparencia a los procedimientos, con la ventaja de que las audiencias públicas tienen carácter consultivo no vinculante, en tanto que las asambleas de asociados si son vinculantes”.

La necesidad de participación de los usuarios frente al atropello de las  privatizadas encontró en las Asambleas Públicas un canal o a lo mejor un cajón de archivo, ya que es un mecanismo de exposición y de expresión de opinión pero de ninguna manera de decisión.

En tanto que las Asambleas de Asociados de las cooperativas son el organismo máximo que se han dado su forma de gobierno y delegado en el Consejo de Administración facultades tales como la fijación de las tarifas. Exigiendo  el ente regulador esta prescripción,  el mismo estaría excediéndose en las funciones que le confiere el art. 104 de la Ley de cooperativas y violentando la autonomía de las cooperativas de servicios públicos, ya que si lo hacemos extensivo a todos los otros servicios, cada vez que tuviera la cooperativa que aumentar los servicios debería llamar a una asamblea lo que generaría una ingobernabilidad.

Asimismo, creemos que sería plantearle a los asociados un argumento falaz si se pone a su consideración si quieren que se aumente la tarifa,  porque el tratamiento del punto ameritaría hacer un historial de los aumentos tarifarios, las bajas impuestas, la descapitalización como consecuencias de la absorción de por ejemplo el Decreto 392/04 etc.

La participación de los usuarios, de todas formas aunque sea bajo la forma de audiencias públicas es un progreso, frente a la ignorancia completa a la que estaban sometidos antes los usuarios. Y creemos que en la participación no se va a poder retroceder,  porque por lo menos hay una generación de usuarios que vive a diario los abusos de las privatizadas. 

La lógica del mercado es atender mercados. Se suponía que un conglomerado urbano importante es un mercado importante, por eso el Estado se reservó su atención exclusiva. 

Las cooperativas que atendían conglomerados dispersos sin proponérselo formaron mercados disciplinados, que si se analizan en términos estrictamente numéricos y comerciales, hoy en caso de darse la oportunidad de la reversión serían reclamados por el Estado.

Si bien los contratos de concesión fijan en el Artículo 27 en su punto 27.2 y 27.3 un escalonamiento del camino a seguir a favor de las cooperativas y luego la preferencia por la reversión a favor del propio Estado. El movimiento cooperativo de servicios públicos se tiene que preparar para defender a partir de casos testigos que los mercados que formaron las cooperativas, si bien el Estado tiene el poder concedente, deberían quedar servidos por cooperativas. 

Lograr lo anteriormente dicho es un desafío de todo el movimiento, dejando de lado posibles mezquindades particulares o rivalidades de vecinos, y si como un movimiento de defensa del cooperativismo de servicios públicos.

3.5.- LA TRIBUTACION DE LAS COOPERATIVAS DE SERVICIOS PUBLICOS AL ESTADO PROVINCIAL

Principalmente se hallan gravadas con Ingresos Brutos por la actividad que desarrollan.  El Artículo 145 del código Tributario Provincial Ley 6006, define el hecho imponible respecto del Impuesto sobre los ingresos brutos: “El ejercicio habitual y a título oneroso en jurisdicción de la Provincia de Córdoba del comercio, industria, oficio, negocio, locaciones de bienes, obras y servicios o de cualquier otra actividad a título oneroso lucrativa cualquiera sea la naturaleza del  sujeto que la preste, incluidas las sociedades cooperativas” ...

Asimismo, la citada norma, en su artículo 179, de exenciones objetivas, en el inciso 14, señala que se encuentra exento “el suministro de energía eléctrica a empresas agropecuarias, mineras, industriales de grandes consumos, según la categorización del cuadro tarifario del prestador, y al Gobierno Provincial, -Administración Central y Organismos Descentralizados-, con los alcances que determine la reglamentación”. 

Sin embargo, es un impuesto muy gravoso porque se calcula sobre el volumen total de las operaciones realizadas.

4.- LA RELACION DE LAS COOPERATIVAS DE SERVICIOS PUBLICOS Y EL ESTADO MUNICIPAL.

“Las cooperativas más antiguas superaron ya largamente el medio siglo de existencia y no pocas de ellas precedieron en su aparición institucional aún al propio Municipio como autoridad política de la comunidad, ya que ésta al verse urgida por solucionar los problemas derivados de la falta de servicios públicos organizó primero empresas de propiedad social y después de abocó a la tarea de establecer una forma de gobierno local”
.

La prestación de estos servicios básicos esenciales muchas veces está atada a la ejecución de obras públicas de importante envergadura, que exceden las posibilidades de una única cooperativa, por lo que dio lugar a que hubiera asociaciones específicas en cooperativas de segundo grado, UTES, y asociaciones regionales inclusive con empresas y gobiernos provinciales y municipales. Dichas obras van desde estaciones generadoras, gasoductos, acueductos, plantas de tratamiento de agua, etc.

Las cooperativas de servicios públicos, fueron fuertes impulsoras e inversoras dentro de estas asociaciones para realizar las obras públicas que permitieran a la comunidad ser tomadoras de servicios y tuvieron que incursionar en la utilización de una compleja estructura administrativa, jurídica y contable para llevar a buen término la obra y la prestación del servicio sin descuidar cada una su propia cooperativa.

4.1.- LEGISLACION

La provincia de córdoba sancionó la Ley de Municipios 8102 

“Artículo 30º: Son atribuciones del Concejo Deliberante: ... Sancionar Ordenanzas de obras y servicios públicos, de conformidad con lo prescripto en el Art. 75 de la Constitución Provincial, y fijar sus tarifas.  Se otorgará prioridad, en igualdad de circunstancias, a las Cooperativas integradas por los propios vecinos que se propongan asumir sus respectivos trabajos o prestar los servicios públicos de que se trate”.

“Artículo 98º: Las Municipalidades podrán otorgar concesiones para la ejecución de obras o prestación de servicios públicos mediante Ordenanzas sancionadas conforme al Art. 37.  En igualdad de condiciones la concesión se otorgará preferentemente a cooperativas”.

No podemos dejar de reconocer, que la importancia que cobró el desarrollo de las cooperativas de servicios públicos en las localidades, fue posible en un trabajo mancomunado  con las respectivas comunas y municipios, en distintas etapas a favor de la comunidad, siendo ésta la situación ideal de desarrollo regional que se puede verificar de forma dispar  según de qué localidad se trate.

Así es como, muchas veces entendiendo los beneficios que reportará para la comunidad en su conjunto, se decidieron la realización de obras a nombre del municipio y luego era transferida a la cooperativa, esto en una demostración de trabajos con objetivos comunes y tendientes a disminuir costos impositivos, aprovechando el carácter de sujeto exento de las entidades municipales.

De acuerdo a la necesidad del desarrollo local, cada cooperativa se puso al servicio de su comunidad. A fin de ilustrar lo antes mencionado, podemos citar por ejemplo como, en algunos pueblos la única entidad capaz de realizar la inversión necesaria para la compra de una balanza, para pesar cereales fue la cooperativa, el ómnibus para  los escolares, la instalación de parques industriales  para lograr el empleo pleno en la localidad y hoy es el fomento de los microemprendimientos, el desarrollo del microcrédito, la formación de cooperativas de trabajo, del cooperativismo escolar, haciendo las veces de promotor local del cooperativismo.

La implementación de nuevos servicios fue la respuesta pragmática frente a la instalación de necesidades crecientes. El cooperativismo de servicios públicos tuvo en sus manos herramientas y las puso al servicio de la comunidad.  Muchas veces ante la ausencia de la respuesta del Estado, fue creciendo el espacio de acción de las cooperativas. Será recordada la expresión del Fiscal de la Provincia de Córdoba, refiriéndose en relación a las cooperativas de servicios públicos, en momentos en que se dirimía la privatización de la Empresa Provincial de Energía, en la necesidad de acabar con “los municipios paralelos”. 

Sin embargo, en otras ocasiones la relación cooperativa-municipio no se desarrolla en un ámbito de colaboración mutua, generándose conflictos, que en ocasiones han debido ser resueltos en instancias judiciales. Esto principalmente se origina en las crecientes necesidades de las gobiernos municipales de hacerse de los recursos necesarios para desarrollar su funciones de gobierno, encontrando en la cooperativa local, una medio eficaz de encontrar recursos rápidamente.

En ese sentido podemos citar los permanentes embates de los gobiernos municipales, donde desconociendo dictámenes del propio Ente Regulador y sentencias judiciales de primera instancia, insiste en su afán de gravar el uso del espacio aéreo o subterráneo de las instalaciones pertenecientes a las cooperativas o alternativamente, impulsan tasas de comercio e industria que no resisten el menor análisis de constitucionalidad, equidad, razonabilidad o justicia social.

5.- EL PRINCIPIO DE EDUCACION Y SU INFLUENCIA EN LA FORMACION DE UNA CONCIENCIA COLECTIVA

El principio de educación es uno de los más importantes, que ha permitido al cooperativismo desarrollarse y perdurar en el tiempo. En el Congreso de Manchester de 1995 la Alianza Cooperativa Internacional lo dejó formulado como a continuación transcribimos:

“Las cooperativas brindan educación y capacitación a sus socios, representantes elegidos, administradores y empleados, de manera que pueden contribuir efectivamente al desarrollo de ellas. Informan al público en general, particularmente a los jóvenes y a los líderes de opinión, acerca de la naturaleza y los beneficios de la cooperación”.

Este principio, contiene una doble implicancia, una hacia dentro de la propia institución, y la otra de carácter externo, hacia la comunidad en general.

Por un lado creemos que, en las cooperativas de servicios públicos, la educación surgió como una necesidad propia de la institución cooperativa, en su búsqueda de desarrollo y conservación, generando en esta búsqueda, los canales de comunicación propios, en reemplazo de los medios masivos de comunicación, muchas veces indiferentes a este tipo de problemática.

Si bien, existen leyes, tal como la ley 16583, de enseñanza del cooperativismo y mutualismo en las escuelas, que en los hechos no es cumplida, generando la necesidad que desde el propio movimiento cooperativo, se fomente y exija el cumplimiento de la citada ley, hasta tanto el propio estado, sea quien asuma el compromiso de la generalización en educación cooperativa.

Lamentablemente, el transcurso del tiempo y el desarrollo propio de las instituciones, harán cada vez dificultoso modificar las concepciones y resoluciones, que los propios órganos gubernamentales (a través de sus funcionarios, dirigentes y técnicos) van originando en su labor diaria, situación que solamente la educación cooperativa logrará revertir.

Cuando se refiere a informar a  los líderes de opinión se refiere a políticos, funcionarios públicos, representantes de los medios y educadores. Es muy grande la necesidad que tiene el propio cooperativismo que el Estado, en todos sus niveles y entidades conozcan al cooperativismo, sus fines, mecanismos y resultados, en tanto que buena parte de los obstáculos surgen del desconocimiento y desconfianza sobre las bondades de este sistema de gestión solidaria.

Referido a “informar a los jóvenes”, podemos confirmar que existe una avidez muy grande, por parte de la juventud, de información referidas al cooperativismo, que con su fuerza y energía, generan la esperanza en la subsistencia, permanencia y desarrollo del cooperativismo de servicios públicos. Sin embargo, cabe señalar, que muchas veces el acceso a la bibliografía correspondiente, se hace dificultosa, en virtud de no encontrarse al alcance en las diferentes bibliotecas de organismos oficiales.

En las carreras de grado de la Universidad Nacional de Córdoba, por ejemplo ciencias económicas y trabajo social, la mención del sistema cooperativo es nominal, se refiere a la ley solamente. Así podríamos citar el caso del programas de estudio, de la facultad de ciencias económicas de la U.N.C., donde el cooperativismo sólo ocupa una unidad dentro del contenido de la materia de Ley de sociedades comerciales.

Existen actividades de extensión, de acercamiento y postgrados, de perfeccionamiento en entidades sin fines de lucro. Sin embargo, en la mayoría de los casos, son pagos o arancelados, limitando por consecuencia su acceso y la masividad de su conocimiento. 

Las escuelas y universidades, como entidades formadoras de futuros dirigentes, técnicos y asesores de las propias cooperativas y del estado, debieran aprovechar para formar y transmitir el conocimiento cooperativo a sus alumnos, en esta etapa de formación, de mas sencilla absorción, que en etapas de estructuras ya maduras.

Es muy destacable la labor que lleva a cabo el cooperativismo de servicios públicos, en su rol de apoyo y fomento del cooperativismo escolar, como semillero de futuros dirigentes y asociados. Pero creemos que la realidad social y económica plantea mayores desafíos.

También  queremos abrir el debate sobre algunas situaciones y que nos llevarán además a plantear la necesidad de incluir un aspecto que el principio de educación  incluye tácitamente. A continuación plantearemos algunos aspectos vinculados:

La opción tecnológica.

La evolución del cooperativismo, si bien la ley de cooperativas contempla que grandes inversiones, como por ejemplo la compra de un inmueble, deben ser sometidas a Asamblea, según lo establecen sus estatutos, la evolución de la tecnología genera que ciertas inversiones necesarias para la prestación de los servicios, excedan varias veces el valor de los inmuebles. Así las cooperativas invierten en consultoría de investigación,  con orientación o recomendación del camino a seguir.

Creemos que los consejeros de cooperativas de servicios públicos van a tener sobre sus espaldas que justificar ante los asociados el día de mañana por qué se decidió emprender éste camino, que puede estar sugerido por un profesional ligado a la cooperativa pero que, no exime de responsabilidad a quienes tienen la última palabra, el Consejo de Administración.

No es un problema particular es un problema del movimiento, porque muchas veces es una empresa, con fines de lucro la que marca el rumbo de una cooperativa, entonces el movimiento tiene que pronunciarse en cómo tomar la opción tecnológica de manera democrática, haciendo mas razonable la responsabilidad de los consejeros, sin olvidar la necesidad de mantener la oportunidad y celeridad de que estas decisiones por lo general requieren. 

La contratación de consultoras

Muchas veces, para la implementación de un nuevo servicio, las cooperativas deben recurrir a la contratación de los servicios de consultoras, a fin de realizar estudios de  factibilidad requeridos o de proyección, de las inversiones a realizar. En muchas ocasiones, la magnitud de estos trabajos de investigación, y sus consiguientes costos,  afectan significativamente el patrimonio de los asociados, consideramos por ello oportuno, que los mismos sean informados en la asambleas de socios, a fin de poner a consideración de los asociados, la oportunidad y necesidad, tanto del nuevo servicio, como de la consiguiente inversión necesaria para su implementación, brindando por tanto un marco de transparencia y legitimidad, al accionar de los miembros directivos de las entidades cooperativas.

Merece una especial atención, el avance de los técnicos en funciones propias que le competen a los miembros del Consejo de Administración, asumiendo roles ejecutivos y de administración, como consecuencia de la creciente complejidad del quehacer propio de estas entidades, y la necesidad creciente de capacitación y educación cooperativa, a fin de evitar que consejeros de las cooperativas dejen su lugar a que los técnicos y asesores,  lo que creemos es un error que se profundiza.

Por lo que creemos que la indagación, la investigación, la interconsulta, permitirá a los dirigentes dar debido tratamiento a las sugerencias o recomendaciones, de parte de sus asesores.

Esto también se refleja muchas veces en los congresos sobre cooperativas donde cada día más son los técnicos y especialistas disertantes y menos las ponencias de los propios dirigentes de las cooperativas.

Pudimos ver cómo esto era distinto en la memoria del Congreso Nacional de Cooperativas de Electricidad organizado por FACE en Embalse 1972, el nivel de las ponencias de los congresistas era muy elevado, contando con espacios propios de discusión, siendo otro y diferenciado, para los técnicos.  

Nuestra Propuesta

Apoyándonos en el conocimiento de la evolución de los principios cooperativos y su análisis, queremos poner a vuestra consideración, la necesaria ampliación del principio de Educación.

El avance de la humanidad, desde mediados del siglo XIX, tanto en su desarrollo económico como social, ha sido sostenido en base a la investigación aplicada, que ha servido de base, al crecimiento de las naciones modernas.

El cooperativismo, muy visionariamente cimentó, su desarrollo y crecimiento en el principio de educación, regla de oro que ha permitido ir formando generaciones sucesivas de cooperativistas. 

Sin embargo, es nuestro deseo que se lo reconozca como un rasgo especial en el presente trabajo, y es el desafío afrontado por los cooperativistas de servicios públicos, quienes en procura del desarrollo de cada uno de sus pueblos, en diversas oportunidades debieron afrontar difíciles y complejos emprendimientos, incursionando en materias totalmente desconocidas, debiendo, en mas de una ocasión y de forma solitaria, aventurándose en investigaciones complejas, a fin de poder brindar los servicios esenciales que sus pueblos tanto requerían. Es esta investigación y el afán de conocimiento, lo que alimentó a las cooperativas a diversificar sus prestaciones, convirtiéndolas en verdaderas cooperativas de múltiples servicios públicos.

Pero considerando a la investigación en un doble sentido: uno referido a la investigación social, en modalidades de profundización de la democracia, incentivando por consiguiente el interés de los socios en participar de su cooperativa.

No alcanza, simplemente con hablar de algún principio cooperativo, o informar sobre la apertura de algún nuevo servicio. Muchos asociados de cooperativas de servicios públicos, seguramente desconocen el esfuerzo llevado a cabo por sus dirigentes, en lograr llevar el servicio de radio difusión, vedado para las cooperativas, en el marco de la legislación actual.

El asociado-usuario se mantiene alejado de su cooperativa, en gran parte por la complejidad creciente de los servicios públicos prestados por las cooperativas, donde la permanente y necesaria capacitación, es una barrera a la inserción del socio a la vida de la cooperativa. Sin embargo, vemos un desafío tanto, para el mismo cooperativismo como para el estado, generar los medios que permitan superar este alejamiento continuo de los socios de “su” empresa cooperativa. Caso contrario, revestirá el mero carácter de usuario de los servicios prestados por la cooperativa, perdiendo el sentir de propiedad y pertenencia a “su” cooperativa de servicios públicos.

Por otro lado, la investigación llevada a cabo hacia fuera, que involucró a muchos cooperativistas teniendo que ponerse a la par y hasta a veces en el lugar de ingenieros, geólogos, contadores, abogados interpretando complicadísima legislación, entendiendo complejos procesos, etc. Creemos que es justo reconocer que el cooperativismo de servicios públicos ha generado investigación aplicada, que ha permitido a la comunidad, tener la multiplicidad de los servicios que hoy se observa.

Hay generaciones de cooperativistas que han tenido que enfrentar al Estado o empresas lucrativas por cada nuevo servicio que se quería implementar. Esa entidad que logró apelando a centenares de reuniones, argumentos muy bien fundamentados,  acuerdos o convenios, la prestación del servicio, permitió que posteriormente, otras cooperativas semejantes, incorporaran para si lo obtenido. 

Sin embargo, en muchas oportunidades, los logros de las cooperativas fue tomado por el propio estado a fin de llevar para sí, los beneficios para implementarlos en la comunidad en su conjunto.

Hay una expresión que resonó durante mucho tiempo en referencia a la capacidad de reacción del movimiento cooperativo y es que el movimiento tiene reacciones “paquidérmicas”
 comparables a la de esos tremendos animales prehistóricos que forzaban cada movimiento y que terminaron extinguiéndose.

Creemos que esa reacción no es casual, tiene una raíz lógica y es la falta de convencimiento, de certeza respecto del camino a recorrer. Fueron de otras generaciones los cooperativistas que tuvieron que dar terribles peleas con los particulares y las generaciones que hoy forman los consejos de administración y que ahora tienen a cargo las decisiones.

A nuestro modesto entender, creemos que la Educación Cooperativa muchas veces se limita en primera instancia a la divulgación de los principios, de los símbolos cooperativos y  en otro escalón a la realización de eventos y cursos, que son espacios de socialización y construcción muchas veces de estos logros que hablábamos más arriba, pero a veces no accesibles para todas las entidades.

Queremos plantear la necesidad de la evolución y profundización de la educación  cooperativa, dotándola de mecanismos de evolución, en virtud de la necesidad propia del movimiento para su propia y saludable subsistencia.

Hay otros mecanismos a los que no hemos apelado, que pueden permitirnos corregir la política del Estado, a través de estudios bien fundamentados que demuestren cómo, por ejemplo,  la mal llamada “contribución” - el Fondo de Educación Cooperativa- está descapitalizando a las entidades. 

Si el Estado no acierta en una política de fomento, no hay que cansarse de presentar, estudios respecto de qué medidas necesita el sector para solucionar dificultades y crecer.

Cómo explicar, de la mejor forma posible a los asociados-usuarios la labor interna de la entidad y a qué se puede sumar. La situación amerita una investigación muy profunda, qué información se hace cada día más necesaria que llegue al asociado – usuario. Son soluciones de conjunto, creemos en el cooperativismo, pero terminamos resolviendo solitariamente o por consejo profesional, pero la socialización de este tipo de situaciones reiteradas forma parte de la investigación que hoy necesita el cooperativismo sobre todo el de servicios públicos. Cómo profundizar la democracia y la participación. Es muy peligrosa la desinformación y también la información parcial, por el riesgo natural que esto conlleva, por tal motivo, la necesidad de investigación y educación, son las únicas herramientas que aseguran una cooperativa democrática y participativa.

Buena parte de la política del Estado para con las Cooperativas está basada en ciertos mitos, prejuicios y situaciones particulares, originadas en la desconocimiento de la institución cooperativa. 

Cómo se destierra el mito y el prejuicio:  con la producción de investigación.

Pero no puede ser obra únicamente de un grupo de técnicos, de investigadores,  porque de hecho hay muchos cooperativistas que son los que viven la construcción de soluciones a diario y tienen mucho que expresar. Es una tarea que será mayormente útil si se desarrolla de manera conjunta, dando participación a cada uno de los actores.

Necesitamos todas las herramientas a mano, la difusión, la educación y también la investigación, como un medio válido para corregir y anticiparse en previsiones, sobre la realidad. La solución puede no ser una, sino una combinación de las enunciadas. 

Las cooperativas y en especial las de servicios públicos, fueron reservorios de democracia cuando el orden institucional fue alterado. Fueron pioneras en la necesidad de presentar a sus asociados el balance social, en donde se reflejaba de manera cuantificada o traducida en hechos concretos, la materialización de los principios cooperativos en pos de lograr una efectiva justicia social en la comunidad pero son acciones que demandaron esfuerzos dinerarios y humanos. Lo que parece una enunciación vana, sin conocer si responde a otros parámetros tomados como modelo coincide hoy con la prescripción que hoy el Estado exige, por lo menos para empresas que tienen más de 300 empleados. (Ley 25.877 – Art. 25) que prescribe la realización de un Balance Social anual.

6.- CONCLUSIONES

La realidad nos muestra que la necesidad fue impulsando la constitución de cooperativas y entre la década del 30 al 60 fue propicio para la constitución de cooperativas de servicios públicos de usuarios, a los cuales se les entregó servicios en concesión, principalmente eléctrico, de agua y telefónico. Actualmente las cooperativas de servicios públicos que se constituyen tienen escasas expectativas en la concesión de servicios, algunas de agua, transporte, correos u otros servicios. Las concesiones de servicio eléctrico y telefónico parece que ya estuvieran cubiertas, en mayor medida por el estado, cooperativas ya formadas y prestadores privados.  

El capital inicial y créditos que permitan la instalación de nuevas cooperativas de servicios públicos, que puedan optar por prestar servicios todavía en manos del estado, no son para nada la prioridad del estado actualmente, ni los asociados usuarios tienen la capacidad de aportar el capital que permita motorizar estos servicios, salvo particulares excepciones.

Por lo dicho anteriormente, el cooperativismo de servicios públicos tiene como horizonte fundamental crecer hacia adentro, en las instituciones ya formadas, en el fortalecimiento de los servicios que se prestan y las alianzas entre las propias cooperativas, pero también para asegurar su permanencia y, en esto juega un papel muy importante el financiamiento al que puede acceder el sector, para el necesario recambio de tecnología o de nuevas inversiones requeridas.

La reversión por parte del Estado de la privatización de Correo Argentino, en la ciudad de Córdoba, la formación de la empresa Transporte Automotor del Estado S.E. (TAMSE), para retomar el servicio abandonado por las prestatarias que entraron en quiebra,  son indicadores de la trayectoria que está tomando la privatización. La seriedad y responsabilidad características del sector cooperativo, no fueron tenidos en cuenta privilegiando la ecuación financiera.

 Respecto a la provincia de Córdoba, es de destacar que si bien, la corriente privatizadora, tuvo en los intentos de privatización de la EPEC su punto de mayor incidencia, en la etapa de declinación de la política nacional privatista, se impulsaron las tercerizaciones de áreas de distintas reparticiones públicas, tal el caso del Banco de la Provincia de Córdoba, o de la Dirección General de Rentas, modelos susceptibles de aplicación en la gestión de los servicios públicos.

A su vez, el lanzamiento de mecanismos de participación como las Audiencias Públicas, atendiendo el Estado a la creciente necesidad de intervención de los usuarios en la regulación de los servicios públicos, si bien con un carácter meramente consultivo, es un elemento a tener en cuenta ya que el Estado condicionó los aumentos tarifarios a  consultas previas, considerando por consiguiente que puede retrotraerse en los espacios de participación concedidos a los usuarios.

Referido al futuro de las grandes privatizaciones de las que quedaron marginadas las cooperativas de servicios públicos, los resultados que muestran hoy las privatizadas auguran por lo menos, por parte de la población un interés muy importante en participar en la toma de decisiones sobre la prestación de servicios públicos y por correlato por las cooperativas de servicios públicos.

Pero nuestras esperanzas se diluyen en la lectura del Decreto 967/2005 del P.E.N. en el que se aprueba el Régimen nacional de Asociación Público Privada para la realización de obras públicas y la prestación de servicios públicos . Esta normativa al igual que el Decreto 966/05 (B.O. 17 de Agosto de 2005) de Régimen Nacional de la Iniciativa Privada requieren un exhaustivo análisis pero pareciera que la intención sería destrabar inversiones privadas que requieren cierto reaseguro – mucho mayor que el de la concesión- por lo cual se hace necesario que el Estado se asocie también en la responsabilidad y riesgo de las obras y servicios a ejecutar.

Merece una especial mención, el tratamiento que el Estado está teniendo para con otros sectores del movimiento cooperativo como es  el cooperativismo de trabajo. 

Hace unos veinte años, este sector del cooperativismo, era uno de los sectores más postergados y progresivamente más castigados (Decreto 2015/94, por ejemplo). Si bien el apoyo y promoción siempre está presente en el discurso, las medidas ejecutivas no se materializaron, sino después que “las empresas recuperadas” a manos de trabajadores cooperativizados se transformaran en un fenómeno masivo, con amplia aceptación y expectativa por parte de la población.

Así es, como también se está promoviendo la formación de cooperativas de trabajo desde sectores de desocupados, dejando de lado, en muchas ocasiones, la asociación libre, frente a la urgencia de la asociación por necesidad, para ser beneficiario de algún programa que otorgue alguna solución a su estado de desocupación,  evitando de esta forma, el propio estado el cumplimiento de sus obligaciones laborales y previsionales, las que correrán por cuenta de una organización, constituida, en la generalidad de las veces, por socios que desconocen el funcionamiento particular de este tipo de organización.

Otra actitud que representa un alerta es la sanción de la Ley de Cajas de Crédito cooperativo, promovida por el estado nacional, en el cual se fomenta la formación de cooperativas que deberán contar con un capital importante y un consejo de administración  discutido y presentado con anterioridad a su constitución, a las autoridades que regulan las entidades financieras, siendo por consiguiente violatorio del principio cooperativo, de elección de sus autoridades, por medio de su Asamblea Constitutiva. 

Ese tipo de definiciones, apostando a una cooperativa falaz por parte del estado, se ratifica en las expresiones de funcionarios nacionales que utilizan ya la palabra “cooperativa” peyorativamente, reflejando el pensamiento de gran parte de nuestros dirigentes políticos, que no comparten y desconocen los beneficios aportados, a lo largo de su existencia,  por el sistema cooperativo al desarrollo de toda la sociedad.

 
Creemos que la promoción no se debe agotar en la constitución e inclusive en la provisión de financiamiento inicial, son necesidades muy diferentes las que tienen las cooperativas de servicios públicos constituidas hace ya años, de las que recién se inician.

Muchas de las dificultades se originan en el funcionamiento propio del Estado, que en líneas generales en sus distintos organismos y entes, se desarrollan como  compartimentos estancos y sin comunicación entre sí, con instrucciones precisas inviolables y rígidas, vulneradas solamente por la decisión política, superior que es el único camino de interconexión.

Desde el Estado, se manifiesta un desconocimiento evidente por parte de funcionarios y legisladores sobre la naturaleza de las cooperativas, que muchas veces se resume simplificadamente, a una cuestión de forma y no de fondo, de fines y naturaleza distinta.

En síntesis, sólo la educación, fomento y trabajo permanente, mantendrán este movimiento, tan vigente y trascendente en la vida de cada uno de nuestros pueblos.
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